
r ~~COJ 

STRJT/A 
Revista del Departamento Administrativo del Servicio Civil -ISSN: 0120-193X- Santafé de Bogotá, Enero - Febrero de 1992- No. 68 



Carta Administrativa 

/ ,bIIe. m C.,,..bI. 
OEAJTO ~ ~ DEL 

S.Mdo Civil 

CARTA ADMINISTRATIVA No. 68 
Enero - Febrero de 1992 

CARLOS HUMBERTO ISAZA 
Director 

Coordinación Editorial 
CAROLINA LIZARAZO 

Comité Editorial 
CARLOS HUMBERTO ISAZA RODRIGUEZ 

FABIOLA OBANDO RAMIREZ 
DARlO CORREA URIBE 
CAROLINA LIZARAZO 

-Diseño y Artes Finales 
ELSA BEA TRIZ PEREZ SIERRA 

Textos 
DOLLY CLARO LUNA 
Corrección de Textos 

EFRAIN GONZALEZ CRUZ 

Fotografía 
CARLOS MARIO LEM4 

Circulación y Suscripciones 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 

DEL SERVICIO CIVIL 
Grupo de Información y Divulgación 
Carrera 6a. No. 12-62 Oficina 705 
Teléfonos: 334 40 80 - 334 00 37 

Producción Editorial 
SECCION DEPUBLICACIONES - SENA 

DIGENERAL 

liraje: 1.500 ejemplares 
ISSN: 0 120- 193X 

Tarifa Postal No. 319 
Santafé de Bogotá, Febrero de 1992 

Las opiniones presentadas 
en los artículos y c,mentarios pertenecen 

a sus autores y no reflejan, 
necesariamente, los conceptos 

o políticas de la Entidad. 

Las notas pubIicaas pueden 
ser roproducidas parcial 

o totalmente, mencionando la !uente. 

Hombres de 
quinientos años 

Arturo Guerrero 

uantas veces puede un ser humano volver a empezar? Sí, nacer de nuevo 
siendo ya viejo, o por lo menos recorrido en la vida, y cambiar de piel, de 
profesión, de ciudad, incluso de familia. ¿Cuántas veces? 
Quien a dicho acaso que debemos ser como trenes que ruedan sobre los 

mismos rieles para llegar invariablemente a la idéntica estación de Sebastopol o & El 
Ocaso? Claro que conocemos historias de antiguos pioneros o colonos que cuatro veces 
quebraron en negocios, cinco veces perdieron sus esposas y en tres ocasiones fueron 
declarados muertos o desaparecidos. Y siempre retomaron el hilo del esfuerzo. 

Pero estas vidas no nos tocan, nos parecen tan de novela riveriana, tan 
antiguas, tan de la época en que todavía se derrumbaban árboles en mangas de camisa, 
en que las abuelas se casaban a los catorce años y los abuelos bebían chicha para 
convertirse en robles. 

El poeta Alberto Da Costa e silva, embajador del Brasil en Bogotá, confesó 
hace poco una sutil nostalgia de Matusalén con las siguientes sorprendentes palabras: 
"Es una injusticia que el hombre viva tan poco, el hombré debería vivir 4000500 años, 
cada hombre, para realizar todas sus virtudes, para hacer t6das las cosas que cada uno 
de nosotros puede hacer. Pero los años son muy pocos, los días son muy cortos y las horas 
son muy estrechas". 

Hombres de quinientos años, que primero fueran futbolistas, luego físicos 
atómicos, enseguida trompetistas de jazz, después quizás mendigos, quizás monjes de 
clausura, tal vez carniceros o premios Nobel de literatura y pasteleros. 

Grandiosos ejemplares de plural destino, caleidoscopios de carne y hueso, 
prismas de pelo ensortijado. 

Mujeres de medio milenio que tras ejercer de astronautas y de vendedoras 
de manzanas, fueran brujas de aquelarre, madres de sus propias madres, espías de bandi-
dos, contrabandistas de pieles, sustanciadoras de juzgado, santas de altares amarillos y 
directoras de filmes ecológicos. 

Sólo que no contamos con los cinco siglos del poeta, ni siquiera con el mi-
núsculo siglo y medio del campeón del libro Guinness. Nuestra palpitación se detiene 
en los tres cuartos de siglo por promedio. Y la fugacidad es un sofoco, que generalmente 
tira por el suelo nuestros bríos mucho antes de completar el medio siglo. 

Es mejor no detenemos mucho intenogándonos por la cantidad de oficios que 
hubieran podido enriquecemos y no llegarán a nuestras manos, ni por la serie de paises 
que jamás visitaremos, ni por las frutas cuyo zumo nunca alegrará las papilas del deseo, 
ni por la cohorte de magnificas mujeres que se irán con otros hombres simplemefl. e 
porque nosotros no supimos multiplicarnos en las esquinas donde acecha la belleza. 

Aunque, pensándolo bien... todavía nos quedan unos años y en cualquier minu-
to de uno de ellos puede estar agazapada esa luminosa criatura de otros sueños. 'Ç 
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Revisión de Programas 
académicos en 

La ESAP 

Julio Roballo Lozano, Director de la ESAP 

Una revisión general de los pro 
gramas académicos que adelanta la 
Escuela Superior de Administración 
Pública, ESAP, con el fin de atender 
los requerimientos de capacitación a 
nivel local y regional que démanda la 
transformaçión del Estado Colom-
biano, será una de las tareasprioritarias 
de la nueva administración de esa ins-
titución. 

El nuevo director Julio Roballo 
Lozano, expresó a Carta Administra- 

reada Comisión de Promoción 
de Empleo en Colpuertos 

na comisión especial que diseñe mecanismos de ayuda y orientación 
a los trabajadores de Colpuertos que fueron indemnizados, fue constituída 
por el Gobierno Nacional, mediante Decreto 35 de 1992. 

La Comisión integrada por el Ministro de Obras Públicas, el Ministro 
de Trabajo, el Director del Servicio Civil y un representante de las 
organizaciones sindicales de la empresa tendrá como funciones: adelantar 
acuerdo con el SENA para capacitar a los servidores públicos cesantes, 
establecer instrumentos de acercamiento con la Corporación Financiera 
Popular para obtener los recursos necesarios que pennitan la creación de 
empresas de operadores portuarios, señalar al liquidador de la empresa 
Puertos de Colombia y a la Junta Directiva, las pautas para la supresión de 
cargos y el pago de las indemnizaciones. 

Al respecto el Ministro de Obras Públicas, Juan Felipe Gaviria, dijo 
que el proceso de liquidación de Puertos de Colombia debe ir acompaflado 
de las acciones necesarias para tratar de disminuir el problema de cesancia 
en que quedan los trabajadores indemnizados, que son 2.400. 

Al igual que a los Ferrocarriles Nacionales, se trata de crear grupos 
cooperativos y microempresas, aprovechando la capacitación que 
adquirieron en la empresa. 

Con la Comisión de Promoción de Empleo de Colpuertos se pretende 
fomentar el deseo de algunos trabajadores desvinculados que quieren 
prestar el servicio a los nuevos operadores portuarios privados.\ 

tivá que la intención de esta revisión 
puntual de los programas responde a 
la necesidad de que la administración pública colombiana cuente con programas de investigación aplicada, 
programas que apoyen el proceso de modernización del estado, que conduzcan a adelantar próyectos de desarrollo 
regional, de gerencia social, de gerencia pública, todos ellos con contenidos que puedan estar a la altura de las 
institupiones de similar naturaleza en otros países. 

El interés es que los programas sean revisados y evaluados por entes internacionales como el INAP y ENAP, 
entre otros. 

Así mismo la ESAP buscará fortalecer los programas a través de la consecución de recursos de organismos 
internacionales. Los programas que adelantan las 13 regionales serán fortalecidps de acuerdo con las áreas de interés 
de las regiones y se plantea adicionalmente la revisión de programas de postgrados, como los programas de 
administración pública, especialización en administración de la planeación urbana y regional, especialización en 
proyectos de desarroilo, y el diséño de un programa de alta gerencia y de gerencia de organizaciones territoriales 
y gestión judicial. 
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n total de 45 funcionarios dejaron el Departamento 
Administrativo del Servicio Civil como resultado del 

Plan Colectivo de Retiro Compensado que adoptó la Entidad 
para reorganizar su planta de personal y atender eficientemente 
las nuevas funciones que le fueron asignadas mediante el 
Decreto 1680 de 1991 y  la cobertura que el artículo 125 de la 
Constitución Nacional le señala al sistema de carrera admin-
istrativa. 

Dentro del plan se presentaron 94 solicitudes de 
retiro voluntario, de las cuales se aceptaron 39y fueron 
declarados insubsistentes 6 nombramientos. De esta 
manera el Departamento pagará $144.515.121 enboni-
ficaciones y $7.379.886 en indemnizaciones. 

PLAN DE RETIRO 
COLECTIVO EN EL 

SERVICIO 
w4w 

Más funcionarios se acogen a Planes Colectivos 
n total de 2.656 funcionarios se han acogido a los planes colectivos de retiro adoptados por las entidades 
con la aplicación del decreto 1660 de 1991. 
Organismos como el Instituto Colombiano de Comercio Exterior, el Instituto de Asuntos Nucleares, la 

Corporación Autónoma Regional del Cauca, el Departamento Administrativo de Intendencias y Comisarías, 
el Instituto Colombiano de Energía Eléctrica, la Dirección General de Aduanas, la Dirección de Apoyo Fiscal 
y el propio Servicio Civil han adoptado planes colectivos de retiro respondiendo a las necesidades de 
reestructuración, en algunos casos, y en otros como en el caso de DAINCO en razón a la supresión de dicha 
entidad. 

Contrario a lo que se creía, la aplicación del decreto ha provocado reacciones positivas en los empleados 
de dichas instituciones, al punto de que en entidades en donde el número de solicitudes de retiro presentadas 
superó el cupo autorizado, los empleados que no pudieron acogerse, están proponiendo la adopción de nuevos 
planes. 
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ACTUALID4D 

pFi&aYoPD-(\  Ustedel  
' 4:[et 3:,Jcio Civil 

EJ 

L1' 
" 

•--. . - 

1 Servicio Civil 

:!: a  
ción al intenor de las institu-  

ciones del Estado, con el fin de  comprometer a todas las instan- -- 
cias de la administración en el 1 '? 

la honestidad y la eficiencia. El Director del Servicio Civil, Carlos Humberto Isaza Rodríguez, 
La campana, que se inicio el se dirige a los asistentes al acto de lanzamiento de la Campaña. 

pasado 16 de diciembre, está 
apoyada en mensajes que hacen "El hombre, al moldear su destino paraa-proyectarse en el futuro se 
referencia al cambio de actitud . 

- . enfrenta a multitud de alternativas. Ninguno podría decir que en 
de los servidores publicos y para . . . 

esto se entregará material impre- algun instante no ha encarado la posibilidad de eleccion. Nadie más 

so y de divulgación en todas las rico en dilemas que el hombre. Nada más interesante que la Opción de 
entidades. escoger. Nada más gratificante que el desafio del riesgo. 

Transcribimos el texto del Sin embargo estas alternativas, si bien ofrecen la excitante posi- 
discurso pronunciado por el di- bilidad de la actitud osada y desafiante para la transformación de una 
rector del Servicio Civil en el realidad con la que no estamos conformes, también conllevan, 
acto de lanzamiento de la campa- indefectiblemente, riesgos en las decisiones con las que asumimos los 
ña, en la Biblioteca Luis Angel retos. 
Arango. Elpaís atraviesa un momento de coyuntura, en el que ha de definir 

Enero - Febrero 1992 9 



Cata Adm!nistrtiva  

M  5 

los derroteros que le fijarán su se ha de crear el ambiente adecuado para fortalecer al ser humano, 
lugar en el contexto latinoame- brindándole la oportunidad de representar su rol, con base en la 
ricano e internacional. Frente a claridad sóbre qué se quiere de él. 
un continente, como el nuestro, Estamos frente a un panorama que muestra horizontes huevos 
donde las naciones han ido ajus- para Colombia. 
tándose a los cambios que de- Ha sido este un año en el que todos hemos empezado acimentar 
manda el arribo de un nuevo si- las bases para un nuevo Estado, que nos permitá traspasar las puer- 
gb, situación de la que han surgi- tas de la modernidad. 
do nuevos modelos de desarrollo Como protagonistas y agentes del cambio que se inicia con el 
socio-político, la alternativa se mandato constitucional, en el cual se consagra la obligación del 
orienta a la consolidación de una servidor público de ser incondicional alEstado y la comunidad, se nos 
identidad propia, como punto de plantea la urgente necesidad de una actitud comprometida, clara, 
partida para la adopción de las decidida, honesta, que trascienda los límites de la individualidad, 
tecnolog.í4s y teorías mundiales. para convertirla en una fuerza innovadora que toque todos los niveles 

Debemos tener presente que de la sociedad. 
somos aún muy jóvenes en el El res cate de los valores esenciales que deben caracterizar al 
contexto internacional. América servidor público es una tarea en la que hemos querido empeñarnos, 
Latina representa el conjunto de porque consideramos que son e11os los elementos prioritarios que 
hombres que quiere abrirse paso definen el perfil del talento que necesitan las instituciones para 
por el mundo. Con apenas casi cumplir con los objetivos que ha señalado la Constitución. 
500 dños de historia, estamos en El nuevo Estado 
la búsqueda del camino propio requiere de la re- 
que demarque el rumbo de nues- flexión de todos los 
tro crecimiento. que hacemosparte de 

... se nos plantea la 
El legado que estamos inten- él. Si bien es cierto urgente necesidad tando aportar lo constituye el re- que se ha iniciado una 

presentar la síntesis de la huma- nueva era, también lo -de una actitud 
nidad, en la medida en que somos es que, afortunada- comprometida, clara, producto del encuentro de todas mente, nos acompa- 
las regiones del globo terráqueo. ña la certeza de que decidida, honesta, que 

Nuestra huella imprime la solamenteenlamedi- 
trascienda los limites de sensibilidad, la versatilidad y la da en que elfunciona- 

emotividad, que son parte de rio público opte por la individualidad... 
nuestra esencia y el soporte del el reencuentro con 
resultado que proyectemos en la una cultura de valo- 
consolidación de la Latinoamé- res, en la cual la voca- 
rica del mañana. ción de servicio, el 

Es indiscutible que este plan- compromiso, la honestidad y la eficiencia sean el norte al que deben 
teamiento nos induce a centrar- apuntar los esfuerzos, no será en vano la lucha por conseguir un 
nos en el hombre como el actor nuevo estilo de gestión, acorde con las exigencias que el mundo 
desupropioprogreso. Ello signi- moderno impone, pero dentro de unos parámetros de respeto, 
fica que en ese proceso de ajuste responsabilidad, dignidad y solidaridad con los demás. 
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ACTUALID4D 

también su esencia en el reconocimiento de la 
capacidad creativa del talentó hacia fines cómu-
nes. 
La responsabilidad de asumir el proceso de mo- 

_____ 
dernización que lidera el Presidente Gaviria es 

1 de todos y cada uno de los funcionarios del 
_______ • 

- 

. .: e 
____  

111 Estado. Se trata de empezar de una vez por todas •
1 

• 

-' 
- a crear conciencia de que ser un servidor público 

debe constituir un privilegio, y que la honestidad 
que lo debe caracterizar es el requisito indispen- ________  

_________ • .. 

' 

- 

sable para merecerlo. 
Hay que recuperar la confianza en el Estado a 

La música colombiana también estuvo presente partir de una visión diferente del papel que debe 
en este acto, con el grupo "Cuatro Palos", desempeñar el servidorpúblico; la actividad dia- 
ganador del premio "Mono Nuñez" 1991 ria debe estar enmarcada en los principios de 

compromiso y de servicio, que permitan unWcár 
las políticas de las entidades y las actitudes de quienes laborán en. 

La campaña que el Departa- ellas. La comunidad reclama una renovada actitud delfuncionario mento Administrativo del Servi- 
estatal con ella. La posibilidad de hacer réalidad un Estado transfor- 

cio Civil inicia hoy, no es una mado es la opción que más riesgos y responsabilidades le implica. No 
mera exhibición de la imagen puede sustraerse a este desafíQ,pues laFunciónPúblicay el conf uñto 
que debe proyectar el servidor de sus servidores sólo tienen sentido en la medida en que tengan como 
público. Es una invitación a res- misión el cumplimiento de losfines del Estado y la satisfacción de las 
páldar la transformación estruc- necesidades colectivas. 
tural e institucional del Estado Es preciso hacer la transición del Estado fundamentado en el bu- 
con la decidida actitud de impri- rocratismo, hacia el estado en el que lofundamental es el cumplimiento 
mir a cada una de las tareas que de la misión institucional, enmarcado en criterios de calidad y opor-
nos corresponde adelantar en tunidad. 
nuest ras instituciones, elsello de El cambio de mentalidad y actitud del talento público en todos los 
una co ndu cta diáfana, del niveles jerárquicos será la clave para proyectar a Colombia hacia un 
compromiso inaplazable de ser- futuro que prevemos prometedor si en la estrategia de cambio hace-
vicio a la comunidad y la impron- mos recurrente la vocación y el esfuerzo por construir un nuevo es- 
ta de la excelencia, que no es otra quema de desarrollo institucional. 
que la eficiencia con la que se Alcanzar esa meta, reitero, sólo puede ser el resultado de que cada 
cumpla la misión que hemos uno de nosotros incorpore en el quehacer el resurgimiento de los 
recibido. valores, entendidos éstos como los estandartes que impulsarán. los 

La oportunidad que estamos objetivos y acciones del Estado, porque el Estado no es una abstrac- 
viviendo requiere de la dinami- ción sino la proyección de los, actos de todos los que somos sus 
zación del recurso humano. El servidores". 
imp ulso de este desarrollo tiene . 
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ACTUkLIDAD 

Mm comercio Exterior 
LA FLEXIBILIDAD DE-- -UNA 
NUEVA. ESTRUCTURA- 
INSTITUCIONAL 

Carolina Lizarazo 
Coordinadora de Infonnació y Divulgación. del Servicio Civil 

1 proceso de transformación 
del país y de las instituciones 

- - del Estado ha implicado una 
serie de replanteamientos en diferentes 
sectores de la Administraci6n. La in-
fraestructura institucional comercialha 
sido una de la áreas en las que el "revo1 
cón" es más evidente. La estructura de 
la nueva cartera fue concebida como el 
andamiaje adecuado para afrontar con 
éxito la política de internacionalización 
y lograr que el país se adapte a las con-
diciones de cambio del Comercio xte-
nor. Para ello, fué necesario evaluar la 
labor de las entidades que tenían a su 
cargo las operaciones y políticas del 
comercio internacional. La reglamenta-
ción de la Ley 7a. de 1991 (nueva Ley 
Marco de Comercio Exterior) planteó 
que el nuevo sector institucional de 
comercio debfa resptnder como toda 
una estructura en concordancia con la 
naturaleza de las nuevas funciones a 
desarrollar en el contexto de la nueva  

política. El proceso de creación del 
Ministerio y los aspectos que influyeron 
en el diseño de esta nueva estructura 
institucional fueron explicados a Carta 
Administrativa por la Viceministra de 
Comercio Exterior Dra. Martha Lucía 
Ramírez de Rincón. 

Carolina Lizarazo. Cuáles fueron 
las etapas que antecedieron al proyecto 
de organización del Ministerio? 

MarthaLuctaRam frez. Bueno, en 
realidad hubo una etapa preliminar de 
investigación sobre los diferentes países 
exitosos en esta materia. Obtuvimos la 
legislación de los países que han tenido 
una trayectoria más destacada en su 
comercio exterior durante los últimos 
años con el objeto de analizar cual era 
la estructura institucional que habían 
aplicado y cuáles los procedimientos, 
de tal manera que la nueva estructura 
institucional que diseñaramos en 
Colombia, pudiera tomarlo mejordela 
experiencia de esos otros países.  

Después de esta etapa preliminar de 
investigación, hubo una etapa de ela-
boración deL proyecto en la cual 
intervinieron muy activamente 
diferentes entidades del gobierno, los 
distintos Ministerios, que de una u otra 
manera también están relacionados con 
el comercio exterior, asi como el sector 
privado. Le quisimos daruna granparti-
cipación a ese sector, para garantizar 
que esta nueva estructura institucional 
responda a las nuevas circunstancias 
actuales de la actividad exportadora en 
el país, que realmente nos pudiera ga-
rantizar que en el presente yen el futuro 
va a continuar esta gran colaboración, 
esta gran cooperación entre el sector 
público y el sector privado, porque nos 
parece que en el comercio exterior resul-
ta absolutamente indispensable que el 
gobierno este consciente de cuales son 
las dificultades que está enfrentando el 
aparato productivo, tanto en sus expor-
taciónes como en sus importaciones, 
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Entrevista con la Viceministra 
de Comercio Exterior, 

Martha Lucía Ramírez de Rincón 

para poder garantizar de esta manera 
que las medidas que se adopten, las 
políticas que se diseñen y los instru-
mentos que se apliquen respondan a las 
necesidades del sector privado. Hay 
que recordar que cuando un país sale a 
exportar y sale a conquistar los mer-
cados internacionales lo hace a través 
del sectorprivado, no son los gobiernos 
los que venden ni los que exportan, son 
definitivamente los industriales y por 
ésta razón nos parecía que tenía tanta 
importancia la participación del sector 
privado. 

Después de esta etapa en la cual 
estuvimos recogiendo comentarios, 
observaciones, recomendaciones, tanto 
de las entidades públicas como de los 
representantes del sector privado, ela-
boramos un primer proyecto que se 
presentó a consideración del Presidente 
Gaviria. Este proyecto tuvo algunas 
modificaciones y ya posteriormente en 
el mes de octubre nos aplicamos a la  

tarea de concluir un proyecto que reco-
giera todas las recomendaciones efec-
tuadas por el presidente, y finalmente 
entonces se expidió el decreto 2350. En 
esta tercera etapa quiero resaltar de 
verdad que fue muy importante la 
participación que tuvo el Servicio CiviL. 
Además de querer diseñar una estruc-
tura institucional como la que tienen 
los países más exitosos en comercio 
exterior queríamos una estructura que 
realmente nos garantizara la flexibili-
dad, que realmente permitiera en el fu-
turo adaptarse a las circunstancias y a 
las necesidades, no queríamos unMinis-
teno rígido, estático, como son la gran 
mayoría, sino que responda alas necesi-
dades de hoy pero que esté en capacidad 
de satisfacer las necesidades del 
mañana. En esto el Servicio Civil nos 
din un aporte fundamental tanto en la 
definición de esta estructura como en 
la organización de la nueva planta glo-
bal. Realmente este es un Ministerio  

sui generis, porque a diferencia de los 
demás, no hay jefaturas de división ni 
de sección, hay tres grandes direcciones 
con seis subdirecciones, dos en cada 
una de ellas y el cuerpo del mismo está 
conformado por profesionales de 
diferentes niveles y perifies dentro de 
este sistema de planta global. 

Creemos que-esta desjerarquiza-
ción es una novedad importante, que 
obviamente va a exigir una gran labor 
de coordinación, deplaneación, porque 
habrá la tendencia de cada una de las 
direcciones a solicitar la mayor parte 
de ese personal de la planta global, pero 
en la medida en que exista coordinación 
y planeación sobre las actividades 
proyectadas, los riesgos que pueda tener 
una planta global están más que com-
pensados con los aspectos positivos 
que ella implica. Definitivamentehay 
mucha más movilidad para los funcio-
narios, más agilidad, más capacidad de 
presupuesto. 

Enero - Febrero 1992 13 



Ctirta Administrativa 

sui generis, porque a 
dáferencia de los demás, 

no hay jefaturas de división 
ni de sección, hay tres 

grandes direcciones con 
seis subdirecciones, dos en 

cada una de ellas y el cuerpo 
del mismo está conformado 

por profesionales de 
diferentes niveles y perfiles 
dentro de este sistema de 

planta global. 

C.L. Cómo ha sido el proceso d 
selección de los funcionarios para e 
Ministerio? 

M.R. Ese es un punto rea1ment 
importante. Durante los últimos mese: 
hemos querido recoger hojas de vid1 
de distintas fuentes. No queremos sola 
mente funcionarios que vengan del sec 
tor privado, pero tampoco queremo 
que todos sean funcionarios que actual 
mente esten en el sector público. No 
parece que es indispensable es 
combinación de experiencia de ambo 
sectores. Uno gene- 
ralmente tiende a de- 
sestimularse cuando 
está en el sector pú- 
blico porque encuen- 
tra que los salarios 
son muy inferiores a 
los que se pueden 
ofrecer en el sector 
privado. Aspirar a 
traerse funcionarios 
con 2 postgrados o 
doctorados, desde el 
punto devistaeconó-
miço es casi un im-
posible, sinembargo, 
ha sido muy satis-
factorio encontrar 
personas muy califi-
cadas que obviamen-
te no sienten mayor 
gusto cuando uno les 
plantea el nivel sala-
rial que van a tener, 
pero que realmente 
han tenido una buena 
disposición a vincu- 
larse entendiendo 
que acá se va a brindar la oportunidac 
de participar en la organización de ur 
Ministerio, de participar en laorgani. 
zaciónde un sector de ccimercio extenoi  

en el cual todos nosotros ye! país, tiene 
fincadas sus esperanzas en cuanto al 
desarrollo y crecimiento. El reto profe-
sional ha resultado un atractivo y un 
estímulo suficiente para poder vincular 
preferiblemente funcionarios que 
tengan experiencia en el sector público 
o en el sector privado y que hayan 
tenido ojalá experiencia en el exterior, 
que hayan estado trabajando en el 
servicio diplomático o en el servicio 
comercial, con otro idioma, pues ello 
nos parece indispensable para todo el 

este es un Ministerio 

tema de negociaciones internacionales. 
Después de hacer una preselección 

de las hojas de vida hemos adelantado 
entrevistas, que han sido evaluadas lue- 

go por un equipo de sicólogos que 
están haciendo el mismo proceso de 
selección que se titiliza en cualquier 
empresa del sector privado. 

Una de las cosas importantes que 
pensamos hacer, es promover el desa-
rrollo integral de los funcionarios que 
se vinculen. La i'erdád es que uno se 
preocupa cuando se hacen los análisis 
de estándar académico del personal 
vinculado con el sector público y se en-
cuentra con que realmente son funcio-
narios que no responden a las circuns- 

tancias actuales del país, que 
no responden a las necesida- 
des. 

De ahí entonces, la 
necesidad que han tenido 
algunas entidades de cambiar 
buena parte de su personal a 
través de diferentes modali-
dades, la preocupación que 
tenemos es la de no permitir 
que eso ocurra, porque esta-
mos absólutamente conven-
cidos que enlamedida en que 
haya interés de parte de las 
instituciones de preparar, 
capacitar, actualizar, en esa 
medida, los funcionarios vn 
a responder. Tenemos pre-
visto un plan de desarrollo 
permanente del personal a 
través de cursos de capaci-
tación, de viajes al exterior, 
programas en los que parti-
cipen conferencistas y profe-
sores de universidades extran-
jeras,para poder tener per-
sonal que sea superior al 
estandar que hay en el resto 

del sector público. 
C. L. Hablemos un poco del plan 

colectivo de retiro que se aplicó en el 
INCOMEX mediante el 1660. 
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Cómo fue recibido por los fun-
cionarios? 

M.R. Estamos muy satisfechos con 
la acogida del plan, tenemos absoluta 
seguridad de que se han retirado los 
funcionarios que no íbamos a poder 
conservar ni en el Ministerio ni en el 
Incomex reestructurado. Obviamente 
nos preocupa porque la experiencia no 
se improvisa. Uno no puede hacer de la 
noche a la mañana que funcionarios 
nuevos lleguen y manejen los temas 
con el mismo dominio, con la misma 
propiedad con que lo hacían algunos de 
los funcionarios que estaban vinculados 
a la entidad, pero en realidad el plan en 
lo fundamental fue un éxito rotundo, 
los funcionarios lo acogieron muy bien. 

De hecho hubo más solicitudes de 
las que nosotros estuvimos en capacidad 
de atender. El Confls nos había puesto 
un limite en cuanto al número de fun-
cionarios, que no podía exceder de 291 
pues presupuestalmente no teníamos 
recursos para atender si no ese primer 
plan de retiro, pero las solicitudes fueron 
superiores alas que habíamos planteado 
inicialmente. 

Se le va a permitir al Incomex y al 
Ministerio un oxígeno, buscar perfiles 
de las mejores condiciones, de las me-
jores calidades, gente con muy buena 
preparación, que nos permita estar de 
igual a igual con los negociadores de 
otros países con los que nos toca lidiar 
frecuentemente. La verdad, es que como 
hubo desinterés de parte del Estado 
colombiano por tener funcionarios 
actualizados, preparados, informados, 
uno se encuentra con que hoy por hoy 
al salir a una negociación siente que 
hay un desbalance, que los negociadores 
de los otros países son personas que 
están permanentemente actualizando 
su curriculum académico porque eso  

hace parte de su deber 
como funcionarios de las 
agencias gubernamenta-
les. 

Entonces, ahí hemos 
sentido un desbalance que 
obviamente en el futuro 
no deberá volver apresen-
tarse, porque nuestro de-
seo es que haya un proceso 
de desarrollo integral de 
los funcionarios que estén 
vinculados. 

C.L. Con relación al 
manejo estadístico del 
movimiento comercial na-
cional que estaba manej ando antes la 
aduana, ahora habrá funcionarios del 
Ministerio encargados de esa función.? 

M.R. Sí, realmente el año pasado 
hubo muchas dificultades porque las 
fuentes de información en Comercio 
Exterior eran varias y lo peor de todo 
era que las cifras y los resultados no 
coincidían, entonces en el Consejo Di-
rectivo del Comercio Exterior, se tomó 
la decisión de centralizar a todos los 
estadísticos de comercio exterior y esta 
decisión la reflejamos en la estructura 
del nuevo Ministerio en la medida en 
que se mantiene el manejo de las esta-
dísticas oficiales. 

Esto se va a hacer trabajando muy 
coordinadamente con la aduana, con el 
Dane, con las demás entidades que tie-
nen que ver con la información, por 
ejemplo el Banco de la República, y, 
demás, para lograr realmente tener unas 
estadísticas únicas y confiables. 
Realmente el problema de las estadís-
ticas es la poca confiabilidad que ellas 
le merecen tanto a los funcionarios 
como al sector privado pero es un 
trabajo de mucha colaboración. No se 
trata de reemplazar otras entidades en  

las funciones que ellas deben desa-
rrollar, por ejemplo, la información de 
manifiestos es una información que 
maneja la aduana y debe seguir man-
jandola, lo que pasa es que nosotros 
vamos a centralizarla para comparar 
manifiestos de un período contra otro, 
manifiestos contra registros, etc., en-
tonces, esto constituirá una relación de 
coordinación en beneficio de todas las 
entidades. 

El Dane, por ejemplo, es una enti-
dad que tiene una gran importancia en 
el manejo de esta información, tam-
poco se trata de ninguna manera de 
sustituir al Dane como la entidad espe-
cializada del gobierno que maneja las 
estadísticas nacionales, se trata sim-
plemente de que aquella información 
que tiene que ver con el comercio exte-
rior la podamos manejar coordinada-
mente yen esta materia específica justa-
mente con el Dane estamos haciendo 
un acuerdo tendiente a producif unas 
publicaciones y unas estadísticas espe-
cializadas de comercio exterior que 
van a servir mucho a los académicos, a 
los investigadores, a las agencias del 
gobierno y al sector privado.'Ç 
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PlIff  

,ujo~ntas d.,,,.' 

Elizabeth Parra Camacho 
Profesional Grupo Asesor del Servicio Civil 

as plantas de personal de las • 
entidades que conforman la 

L/ Rama Ejecutiva del Poder 
Público, como son los Ministerios, los 
Departamentos Administrativos, las 
Superintendencias, los Estableci-
mientos Públicos y las Unidades Ad-
miniStrativas Especiales del Orden 
Nacional, se venían adoptando estruc-
turalmente, esto es, obedeciendo es-
trictamente a una estructura orgánica 
aprobada, señalando para cada depen-
dencia un número determinado de 
empleos, correspondientes, en algunos 
casos, a todos los niveles, como el di-
rectivo, el asesor, el ejecutivo, el pro-
fesional, el técnico, el administrativo 
y el operativo. 

La conformación de estas plantas 
de personal hacía sumamente rígida la 
movilidad de los empleados, por cuan-
to si en un momento dado se requería 
ubicar a un funcionario en una depen-
dencia diferente a la que inicialnlente 
había sido asignado, era indispensable,  

en la mayoría de los casos, modificar 
legalmente las plantas de personal de 
estos organismos expidiendo un nuevo 
decreto. 

Esto implicaba convocar, por ejem-
plo, a las Juntas o Consejos Directivos 
de los establecimientos públicos, para 
la expedición de acuerdos modificando 
las plantas de personal, además de con- 

....-...•. 

• .. J':. 

tinuar con el trámite respectivo, soli-
citando la viabilidad presupuestal ante 
la Dirección General del Presupuesto 
del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y, en algunos casos, el concepto 
del Departamento Nacional de Planea-
ción; la aprobación del Ministro o Di-
rector de Departamento Administra-
tivo respectivo y el concepto técnico 
previo favorable del Departamento Ad-
ministrativo del Servicio Civil. 

Una vez se expedía el citado con-
cepto, se remitía la documentación al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co y posteriormente a la Presidencia de 
la República, para obtener la aproba-
ción por parte del Gobierno Nacional. 

Este trámite dificultaba el cumpli-
miento de las metas, objetivos o progra-
mas trazados porla administración para 
dar cumplimiento al desarrollo de un 
plan de Gobierno. 
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Como política del Gobierno del 
Presidente Gaviria, y oídas las reco-
mendaciones presentadas por la Comi-
sión para la Refonna de la Adminis-
tración Pública, el Servicio Civil ha 
venido introduciendo en el sector pú-
blico a nivel nacional el concepto de 
plantas de personal globales o semi-
globales, como un mecanismo para 
poner en contacto la oferta y la demanda 
del personal al servicio del Estado, 
facilitando la movilidad del personal 
de una dependencia a otra en una misma 
entidad, lo cual conilevá a enfrentar la 
burocratización y los excesos de per-
sonal en un momento dado y hace 
posible una verdadera evaluación del 
desempeño. 

Con las plantas de personal semi-
globales, se trata de agrupar todos los 
empleos de una entidad en máximo dos 
dependencias teniendo en cuenta las 
previsiones contenidas en la ley 61 de 
1987, la cual determina que "los 
empleos de los despachos de los Minis-
tros, de los Jefes de Departamento Ad-
ministrativo, de los Viceministros y de 
los Presidentes, de los Directores o Ge-
rentes de los Establecimientos Públi-
cos, de los Rectores, de los Vicerec-
tóres y de los Decanos de Universida-
des", son de libre nombramiento y 
remoción y los empleos de las demás 
dependencias son de carrera adminis-
trativa. Este nuevo sistema de plantas 
semiglobales, lo han venido adoptando 
entidades como el Departamento Ad-
ministrativo del Servicio Civil, el Mi-
nisterio de Salud,el Instituto de Vivien-
da de Intenis y Social y Reforma Urbana 
-INURBE-, el Fondo Nacional de Pro-
yectos de Desarrollo -FONADE-, la 
Superintedencia Bancaria, la Superin-
tedencia de Sociedades, la Superinten-
dencia General de Puertos, la Caja de 
Previsión Social dela Superintendencia 
Bancaria, entre otras. 

Hay entidades que pueden adoptar 
su planta de personal global, cuando la 
ley establece que todos los empleos 
son de libre nombramiento y remoción, 
como es el caso de la Presidencia de la 
República, y la Unidad Administrativa 
Especial de la Dirección General de 
Impuestos Nacionales del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, entre 
otros, ubicando los empleos que la 
conforman en la Dirección de la enti-
dad. 

En la disposición normativa por la 
cual se adopte la planta de personal 
global o semiglobal de una entidad, se 
faculta al director del organismo para 
que distribuya y ubique a los funcio-
narios mediante acto administrativo, 
en los cargos que conforman dicha 
planta en las diferentes dependencias 
de la entidad, teniendo en cuenta la  

estructura orgánica, la naturaleza de 
las funciones, los requisitos, las nece-
sidades del servicio y los planes y 
programas trazados por la adminis-
tración. 

Iguaimente se faculta al Director 
del organismo para que conforme gru-
pos internos de trabajo, cuando esta 
función no está contemplada en los 
estatutos o en la estructura administra-
tiva de las entidades. 

Conla adopción de las plantas de 
personal globales o semiglobales en 
las entidades del sector público a nivel 
nacional, se pretende que la administra-
ción sea ágil y eficiente en el desarrollo 
de sus funciones; además se busca que 
sea flexible y dinámica para el cumpli-
miento de los objetivos propuestos por 
las entidades y las políticas establecidas 
por el Gobierno NacionalX 

Civil im 
el 
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Nuevo sistema de 

A C-A CION 
"`E Nr ERVICIOS 

Elformulario de calificación de servicios 
constituye una herramienta de orientación y de apoyo. 
Lo esencial es el criterio objetivo e imparcial del calificador. 

División de Selección del Servicio Civil 

nlapasada "Carta Adminis- Los formularios elaborados por el Departamento Administrativo del Servicio 
trativa" se incluyó el texto Civil, son modelos que pueden ser acogidos por las entidades si estos responden 
de la resolución 7336 del 23 a sus objetivos, particularidades de los cargos o a sus necesidades. En caso 
de octubre de 1991, con la contrario, las entidades podrán desarrollar su propio instrumento de calificación de 

cual se sustituyó la resolución 2607 de servicios de acuerdo con el artículo 11 del decreto 770 de 1988, dentro de los 
1988 sobre calificación de servicios de parámetros establecidos en la nueva resolución. 
los funcionarios inscritos en el escala- En el sistema de evaluación propuesto, los empleados se clasifican independien- 
fón de la Carrera Administrativa o nom- temente del nivel jerárquico al cual pertenezcan en dos grupos únicos de califica- 
brados en período de prueba. Además ción: grupo A, (formulario A) empleados con personal a cargo y grupo B, (formu- 
del texto de la resolución, se incluyeron lario B) empleados sin personal a cargo. 
los nuevos modelos de formularios para Al grupo A, pertenecen los empleados a quienes les hayan sido asignadas 
adelantar las calificaciones. funciones de dirección, coordinación y/o supervisión ,mediante resolución y al 

El trabajo que se concreta con la grupo B, los restantes empleados. 
expedición de la citada resolución y la Tanto el formulario A corno el B contienen la descripción de siete factores de 
elaboración de los correspondientes evaluación. Cada factor tiene un valormáximo de cien puntos y un mínimo de cero, 
formularios, se desarrolló dentro del con intervalos de puntuación que corresponden a cuatro grados de valoración: 
marco de mejorar los instrumentos que excelente, bueno, regular y deficiente. 
soportan el sistema de carrera, de El puntaje total de la calificación de servicios está distribuido en una escala que 
manera que, con criterios cada vez más va de cero a setecientos puntos, considerándose satisfactoria la calificación que sea 
objetivos, se garantice el escalafona- igual o superior a 455 puntos y ningún factor haya sido puntuado en el grado 
miento, la permanencia ye! ascenso de deficiente, e insafisfactoria cuando la calificación sea inferior a 455 puntos o 
los empleados por los méritos que cuando uno o más factores hayá sido puntuado en el orden deficiente. 
demuestren en el desempeño de sus En el artículo 28 de la resolución 7336 de 1991, se establecen mecanismos para 
funciones. garantizar la oportuna y adecuada aplicación de las normas o procedimientos 
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referidos a la calificación, concretando 
aspectos sobre su divulgación al interior 
de cada entidad y sobre el análisis crí-
rico de los resultados de forma que se 
pueda: detectar los aciertos o desacier-
tos en los procesos de selección; deter-
minar qué aspectos pueden corregirse a 
través de los programas de capacita-
ción y contar con elementos de juicio 
para los demás programas de mejora-
miento personal e institucional. 

El Departamento Administrativo 
del Servicio Civil espera haber cum-
plido con los propósitos de obtener un  

instrumento más sencillo; establecer 
un sistema de calificación, más ágil ya 
la vez más exigente; proponer un mo-
delo básico que le permita a las entida-
des desarrollar sus propios instru-
mentos y, principalmente, despojar a 
esteproceso administrativo de la conno-
tación de un trámite adicional, sin reper-
cusiones reales dentro del contexto 
administrativo. 

Comprobar las bondades de las 
modificaciones introducidas y seguir 
trabajando en el perfeccionamiento de 
los instrumentos, implica que las enti- 

dades comuniquen al Departamento los 
resultados de las evaluaciones y los 
comentarios y sugerencias pertinentes. 

Para concluir debemos precisar o 
recordar que la garantía de alcanzar los 
objetivos y finalidades de la calificación 
de servicios depende en éste como en 
cualquier otro sistema, de la disposi-
ción, del grado de compromiso y de la 
acritud del calificador frente al deber• 
de evaluar el desempeño de sus cola-
boradores de forma imparcial y obje-
tiva. 
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j FUNCION PUBLICA 1 

ubilació'n antes de los 60 
No puede obligarse al empleado 

a jubilarse antes de los 60 

Fernando Salgado López 
Asistente Vicepresidencia Administrativa Telecom 

1 régimen laboral colombiano, 
en materia de retiro con derecho 

a pensión, ha tenido dos grandes etapas. 
Inicialmente, se tuvo como premisa la 
obligación del funcionario de solicitar 
el retiro cuando reunía los requisitos de 
edad y tiempo de servicios para 
pensionarse. Esta circunstancia, como 
es natural, permitía al Estado jubilar al 
empleado renuente a solicitar el retiro. 

Posteriormente, el sistema sufrió 
un cambio radical. Con la vigencia de 
la Ley 33 de 1985 el funcionario no 
sólo no está obligado a presentar su 
retiro, sino que el Estado no puede 
obligarlo a pensionarse antes de la edad 
de 60 años. 

¿Cuál fue el motivo para que la le-
gislación dejara, enprincipio, enmanos 
del funcionario y no del Estado, la 
determinación del momento de su retiro 
una vez cumplidos los requisitos para 
tener derecho a la pensión de jubila-
ción? 

Al parecer, el principal motivo estu-
vo en las precarias condiciones econó-
micas de las entidades de previsión 
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social para el pago de las pensiones. 
Recordemos que el cambio enlalegisla-
ción, también aumentó la edad para 
que las mujeres pudieran jubilarse. 
Finalmente, lo que se pretendió en un 
momento dado, fue posponer en el 
tiempo el cambio de status de empleado 
a pensionado, para que existiera, por 
asi decirlo, un receso temporal en el 
aumento del número de pensionados, 
esto es, una especie de período de gracia, 
que pennitiera tomar un aire a los 
organismos encargados del pago de las 
pensiones. 

Sucede, sin embargo, que diferir el 
problema en el tiempo no fue solucio-
narlo. Las entidades con pensiones a 
cargo atraviesan las mismas, o más 
dificiles condiciones de tipo económi-
co, para asegurar el pago de las mesa-
das, y ya se plantea en el alto Gobierno 
la necesidad inaplazable de modificar 
los sistemas pensionales existentes, en 
el convencimiento que de continuar las 
cosas como van, las repercusiones so-
ciales de la crisis que se aveciria serían 
en extremo dramáticas. Este "revolcón" 
comprendería al sector privado y al 
público y se estudian fórmulas que 
enfrenten el fondo de la situación: 
asegurar los recursos para poder así 
asegurar los pagos. 

Así mismo, es bueno recordar que 
del año 1985 al actual momento, las 
circunstancias han cambiado. Hace 7 
años era impensable que la nueva filo-
sofía del "achicamiento" del Estado 
promoviera la desviñculación de 
funcionarios a través de mecanismos 
de retiro compensado. El crecimiento 
de la burocracia era mirado como "un 
mal necesario", bajo la perspectiva de 
que en un país con altos índices de 
desempleo el Estado debía cumplir sus 
fines sociales constituyéndose en el 

- 

FLINCTON PLIBLTC4 

gran empleador. IYentro de ese esque-
ma, diferir un poco en el tiempo la 
modificación del status de empleado a 
pensionado, tenía cierta lógica. 

Hoy, dentro del proceso de apertura 
y de internacionalización de la econo-
mía, estas premisas han sido revaluadas. 
El Estado para hacer presencia, no ne-
cesita de un excesivo número de servi-
dores, sino de mecanismos efectivos 
que le permitan dirigir, controlar, fo-
mentar y gestionar. En este contexto, 
resulta contradictorio que de un lado, 
se contemplen fórmulas que permitan 
el retiro de empleados compensándolos 
pecuniariamente, y del otro, se manten-
ga la regla de que el empleado que ya 
reune los requisitos para jubilarse, 
pueda permanecer a su voluntad hasta 
la edad de 60 años. Las disposiciones 
que regulan este último aspecto, están 
en contravía con el nuevo entorno en 
que actúa el Estado. 
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Además, no está muy claro cómo 
pueda aplicarse la regla de no poder 
obligar ajubilarse al empleado antes de 
los 60 años, en las entidades que cuentan 
con sistemas especiales de jubilación, 
más aún, cuando los motivos del 
régimen especial se fundamentan en 
muchos casos en razones de medicina 
del trabajo, como ocurre, por ejemplo, 
con el personal que opera equipos de 
rayos X. Permitir que el empleado que 
se encuentra en estas condiciones, 
pueda desempeñarse en sus labores 
hasta la mencionada edad, con claro 
detrimento de su salud, no resiste el 
menor análisis. 

Es evidente que aplicar una regla 
concebida desde la óptica del sistema 
general de pensión por veinte años de 
servicios y55 años de edad, a organis-
mos con regímenes especiales, con 
características y particularidades pro-
pias, puede desbordar la finalidad de la 
norma y hacer que se presenten situa-
ciones como la señalada, inaceptables 
dentro del campo de la seguridad social 
de los empleados. 

Por otra parte, la prohibición de 
obligar al funcionario a jubilarse antes 
de la edad de 60 años, no puede consi-
derarse como un derecho estatuído para 
su protección. La verdadera protección 
para el servidor públi co está en asegurar-
los recursos que permitan el pago de la 
pensión cuando se reunen las condicio-
nes para disfrutarla, y no en diferir el 
momento de la jubilación. 

Además, como directa consecuen-
cia, la oportuna jubilación de los em-
pleados trae dinamismo en el mercado 
laboral, contribuyéndose así, de alguna 
manera, al propósito de la igualdad de 
oportunidades en el campo laboral.\ 
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L laneación de los 
Recursos Humanos 

Bernardo Guerrero Lozano 
Jefe Oficina de Planeación del Servicio Civil 

Director del Espectáculo: 
"Ya hemos contratado a todas las que necesitamos" 
María Braun: 
"Contráteme a míy no va a necesitar a las demás" 

Hannah Schygulla en El Matrimonio de María Braun. 

a historia precedente de María 
Braun es bastante sugestiva. En 

ella se pone de presente que existen 
distintas alternativas, entre las cuales 
es factible elegir, para la realización de 
determinados fines. Adicionalmente, 
es posible que algunas opciones, por 
diferentes razones no hayan sido pre-
vistas. Obviamente, la planeación como 
sistema anticipativo, tiene ciertas venta-
jas en tal sentido. 

Si partimos del postulado de que 
las organizaciones son lo que son los 
individuos que las conforman, los 
procesos de determinación y aplica-
ción de los recursos humanos, se cons-
tituyen en piedra angular del desem-
peño exitoso de las mismas. 

De acuerdo con nuestro punto de vista, la planeación de los recursos humanos, 
es un proceso sistemático y metódicamente ordenado, mediante el cual las 
organizaciones llevan a cabo la provisión y previsión del personal que cubra las 
necesidades actuales y futuras en el marco de su plan estratégico. 

De lo anterior podemos concluir que la planeación de los Recursos Humanos 
es una actividad "contextuada" y por lo tanto sujeta a múltiples restricciones. En 
otras palabras, se supone que se ha clarificado plenamente la identidad de la 
organización, sus objetivos y direccionalidad, se han llevado a cabo adecuada-
mente los análisis de su entorno interno y externo, diseñado las políticas y 
estrategias y formulado las metas en las cuales se plasma la realización de los 
objetivos en un contexto espacio-temporal. 

En principio, un sistema de planeación de los recursos humanos requiere de: 
a) Diseño de un adecuado sistema de información. b) Metodologías para determi-
nar los requerimientos de recursos. e) Diseño de programas de acción para 
reclutamiento y desarrollo. d) Metodologías para la evaluación de los programas. 

a) El Sistema de información 
El disponer de un sistema de información computarizado que contenga los 

22 Enero - Febrero 1992 



Carta Administrativa 

datos individuales referentes a la iden- Por otra parte, con el fm de asegurar que las organizaciones tengan el personal 
tificación personal, historia educativa con las calidades requeridas para el cumplimiento de sus objetivos estratégicos, es 
y ocupacional así como la información necesario que se implementen programas de desarrollo de personal. 
financiera sobre historia salarial per- Ahora bien, los programas de desarrollo de personal deben partir de la base de 
mite obtener estadísticas útiles sobre la que el individuo es un ser necesitado, fisiológica, psiquica y socialmente y que las 
calidad de los recursos humanos. necesidades constituyen un sistema en permanente interacción. 

El ser humano tiene necesidades no solamente primarias sino también de orden 
Determinación de los superior: necesidad de conocimiento, libertad, segundad, protección, estima y 

requerimientos reconocimiento. En ellas, el ser como señala Max-Neef, se revela como carencia 
La cantidad y realidad de los recur- y potencialidad y en la medida en que se comprometen, motivan y movilizan, son 

sos humanos que se requieren puede fuente de dinamismo que enriquece las posibilidades del individuo y de las 
estimarse a partir de un modelo de orgamzaciones. 
demanda y oferta, de uso frecuente en La detección de tales necesidades y la provisión de sus satisfactores deben 
la investigación sobre mercados labo- apoyarse en las metodologías de diagnóstico inherentes al sistema de planificación. 
rales. 

Una adecuada planeación del desarrollo de los recursos, reporta beneficios 
El procedimiento consiste en esti- tales como:l) Disminución de los costos de búsqueda, transacción y aprendizaje 

mar la demanda de personal con base relacionados con nuevos enganches. 2) Mejoras en la eficiencia y en la eficacia de 
en las necesidades previstas en el plan los recursos. 
estratégico y estimar la oferta teniendo 
en cuenta las disponibilidades inter- d) Evaluación 
nas. 

La interacción entre demanda Y 
La evaluación de los planes de recursos humanos, tiene como objetivo 

oferta arroja fmalmente los excesos o maximizar la eficiencia (logro de objetivos al costo mínimo) y la eficacia (logro 

déficitdepersonal, por tipo del mismo. de objetivos) según criterios de pertinencia, relevancia e idoneidad en sus fases de 

Las funciones de demanda y oferta formulación, ejecución y terminación. Las metodologías de evaluación ex-ante, 

pueden estimarse según análisis de del proceso y ex-post, son instrumentos que facilitan información necesaria para 

tendencias históricas, mediante estu- retroalimentar el proceso de planeación. 

dios de trabajo o mediante modelos 
matemáticos. En la oferta, a su vez se - 

acostumbra a tener en cuenta los reti- 
ros, el fenómeno del ausentismo y otras . 

-. ....ci 

variables relevantes. ..:(71)'c ViCI !LL/jOí'j2 

Del cruce entre demanda y oferta 
 se determinan los requerimientos que 

.. ; . . ,..,. . ,. . 

permiten establecer los programas de ; ......... 

licenciamiento, reclutamiento y/o de- 
sarrollo. 

Reclutamiento y Desarrollo 
Enloconcemientealaconsecución  

de los recursos, es necesario precisar 
las fuentes de abastecimiento por tipo . . . 

de fuente, las formas de atracción; los 
procedimientos de elección, las fun- 
ciones específicas y el sistema de in- 
ducción. 
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:Efi cie o o .0 en los servicios publicos.  

¿SE ACABO LA FORMULA? 

Rubén Darío Avenda fío Zuluaga 
Jefe División de Equipamiento Municipal del 

- 

Departamento Nacional de Planeación 

e todos es conocido que el 
• sector de agua potable y 
saneamiento básico cayó en 

una profunda crisis en los últimos treinta 
años que concluyó con la liquidación 
del INSFOPAL y sus EMPOS. Esto 
demostró, entre otras cosas, la 
incapacidad de la Nación para adminis-
trar eficientemente estos servicios bá-
sicos. 

Mientras la crisis se hacía evidente 
en el nivel nacional y se proponía,como 
salida a la misma la descentralización, 
en algunos municipios la administra-
ción de los servicios ya estaba en manos 
de los alcaldes y sus concejos, lo que no 
los excluyó de la misma. La crisis se 
propagó a los sistemas municipales y 
fué así como los legendarios ejemplos 
nacionales de cormpión e ineficiencia 
de las Empresas Públicas de Barran-
quilla, y de las Empresas Municipales 
de Cúcuta, concluyeron con su reciente  

liquidación. Entonces nos surge un 
interrogante: También los municipios 
son incapaces de administrar los servi-
cios públicos? 

Si para responder esta pregunta 
recurrimos a la experiencia del resto 
del país, encontraremos que, con tres o 
cuatro excepciones, la respuesta es sí. 
Pero sólo si las administraciones per-
sisten en la fórmula que fracasó: Las 
Empresas Públicas. 

Las experiencias citadas y aquellas 
no tan famosas en el país, llaman la 
atención para que los gobiernos muni-
cipales hagan reforma de fondo, y por 
tal no me refiero a programas de de-
sarrollo institucional o a cambios en 
sus organigramas o a las mal llamadas 
reestructuraciones, pues todas se con-
vierten en paliativos para que este 
enfermo de muerte prolongue un poco 
más su agonía. 

Para que el municipio pueda afron- 

tar con eficiencia la responsabilidad de 
administrar los servicios sólo podrá 
hacerlo si ensaya fórmulas distintas a 
las de las Empresas Públicas. Fórmulas 
que desvinculen de la administración 
-que necesariamente debe ser técnica-
la ingerencia política y se corten en la 
práctica las posibilidades de su inter-
vención. Un servicio público esencial 
como el agua, de ninguna manera debe 
ser sujeto de juego político, pues es un 
derecho elemental que solo debe garan-
tizarse, no negociarse políticamente. 

Pero para ello deberán usarse nue-
vas herramientas que modifiquen la 
legislación y las prácticas vigentes. Si 
nos pusiésemos en la tarea de diseñar 
un sistema de normas, procedimientos 
e instituciones, cuyo objetivo no fue-
ra producir agua o producirla inefi-
cientemente seguramente no se nos 
ocurriría un sistema tan aberrante como 
el actual. Nuestro sistema de normas es 
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un medio altamente propicio a la 
corrupción y a la interferencia política. 
Citemos tres ejemplos, (1) el decreto 
222 y  su deformada versión local, 
patentizada en los códigos fiscales, 
conducen al máximo de trabas posible, 
que generan sus propios "peajes" dando 
origen a la corrupción (II) el estatuto 
básico de administración municipal que 
ordena la vinculación de funcionarios 
municipales y representantes de con-
cejales en las juntas directivas de las 
Empresas, dando la opción a que su 
nombramiento sea el resultado del juego 
político y (III) la carencia de "doliente" 
por estas empresas que permiten que se 
den prerrogativas convencionales 
exageradas cuyo costo se traslada al 
usuario vía tarifas. 

Por ello debe buscarse otro reme-
dio: celebrar contratos de concesión de 
servicios de agua potable y saneamiento 
básico con particulares, contratos de 
arrendamiento de los sistemas, contra-
tos de gestión de parte o la totalidad de 
los sistemas, creación de sociedades de 
economía mixta, contratos de gestión 
compartida. Modificar, por ejemplo, la 
estructura de las actuales entidades 
eficientes, para que puedan prestar sus 
servicios en otras partes del país, para 
"exportar" de cierta forma la eficiencia. 
Pero este tipo de solucione requiere 
que se varíe el esquema de prestación 
de los servicios públicos. Las opciones 
mencionadas permiten incorporar los 
beneficios de la dinámica privada y 
limitan el pasaporte incondicional de 
acceso al juego polftico de las deci-
siones sobre estos servicios públicos. 
Recientemente el CONPES en su re-
visión del avance del plan de desarrollo, 
le dió "luz verde" al ingreso del Sector 
privado a la administración de los ser-
vicios de agua potable y saneamiento y 
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a su incorporación formal en el proyecto 
de ley de servicios públicos, que el 
Gobierno presentará próximamente al 
Congreso. 

Ahora la misión de los agentes 
vinculados al sector entonces será la de 
proponer alternativas que superen la 
visión estatista. No se trata de estar "a 
la moda" de la privatización, lo que se 
pretende es obtener la eficiencia me-
diante la incorporación de la iniciativa 
privada a la gestión de estos servicios, 
incluyendo organizaciones comunita-
rias y organizaciones no gubernamen-
tales. El propósito de desalojar de una 
vez por todas los vicios de ineficiencia 
y la corrupción, vigente en la mayoría 
de nuestras entidades encargadas de la 
prestación de estos servicios, no puede 
seguir siendo una frase de cajón en los 
eventos que se celebran en el sector, 
sino una realidad. Los casos de Barran-
quilla y Cúcuta invitan al optimismo 
sobre la viabilidad y la realidad práctica 
de esta nueva cultura de la eficiencia. 
pero para que ésta fructifique, tenemos 
la responsabilidad de ser más imagi-
nativos y utilizar efectivamente la par-
ticipación de los ciudadanos ylos gre-
mios. 

Así como Barranquilla fué ejemplo 
de la crisis, no es menos cierto que la 
iniciativa de esa ciudad es una opción a 
imitar, pues al constituir una sociedad 
de economía mixta que cortó de tajo 20 
años de corrupción y una convención 
colectiva que se había convertido en un 
verdadero "boleteo" a la comunidad. 
En ella están presentes algunos de los 
elementos fundamentales de una buena 
solución: (i) Los gremios de la ciudad 
que además de aportar capital alanueva 
iniciativa, lideraron el proceso de 
cambio. (u) el Concejo Municipal que 
entendió que por encima de los 
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eventuales intereses de grupo, estaban 
los de la ciudadanía y por ello la Junta 
directiva de la nueva entidad será de 
ciudadanos y de la administración 
pública en igualdad de condiciones y 
(iii) la ciudadanía, que respaldó en todo 
momento las decisiones de la creación 
de la nueva empresa, porque vió que 
sus dirigentes locales y nacionales, si 
estaban hablando en serio. 

En conclusión, la política de los 
gobiernos locales debe eliminar la 
premisa del fortalecimiento institucio-
nal de las entidades públicas que hoy 
administran los servicios de agua po-
table y alcantarillado, pues estas están 
enfermas en la raíz; en cambio se debe 
dar cabida a nuevas opciones que ten-
gan como propósito y misión la efi-
ciencia. En servicios públicos el único 
objetivo válido es el adecuado acceso a 
éstos por parte de todos los ciudada-
nos. Por ello en esta época preelectoral 
en los municipios, la consigna deberá 
ser la de la eficiencia y la moralización 
como el único deber de la administra-
ción municipal, pero con fórmulas 
distintas a la de las Empresas Públicas. 

Al lanzar el plan de desarrollo, el 
Presidente Gaviria refiriéndose a que 
Colombia requería otra fórmula para 
su verdadero desarrollo decía que "...el 
famoso cómico inglés del siglo XVIII, 
David Garrick, se presentó de incógnito 
ante un galeno que no lo conocía y se 
quejó de melancolía. El médico le 
sugirió que asistiera auno de sus propios 
espectáculos, ante lo cual el paciente 
desesperado exclamó: "Yo soy Garrick, 
cámbieme la fórmula ...... \ 

•1 
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La necesidad de  
Co- unicación 

en la Emp resa 
Francoise Gondrant 

Asesor del Conseil National du Pat ro nat Francais 

a noción de competitividad, 
clave de la supervivencia de 
la empresa, obliga a tener en 

cuenta la eficacia de su gestión, que se 
mide en función de los beneficios y, en 
última instancia, en términos de pro-
ductividad (la relación óptima entre 
cantidad, calidad y costos). 

Hasta la fecha, los empresarios se 
han preocupado sobre todo de los ele-
mentos materiales de la productividad: 
las máquinas y la organización del 
trabajo. Los esfuerzos se han centrado 
en mejorar el rendimiento de las má-
quinas mediante la automatización y 
aumentarla eficacia del trabajo humano 
mediante el perfeccionamiento de los 
métodos, la rotación de existencias, el 
ahorro en los distintos procesos, etc. 

Hace unas décadas, se comenzó a 
tener en cuenta la importancia del fac-
tor humano en la productividad de la 
empresa, ya sea a través del clima so-
cial, cuya serenidad condiciona el 
funcionamiento de la empresa, o bien a  

través de las actitudes profundas que llevan a las personas a actuar con sentido de 

la responsabilidad (motivación) o a aceptar objetivos propuestos hasta el punto de 

hacerlos propios y mejorar su respuesta a los acontecimientos (reactividad). Ya 

nadie duda de que cada vez es más dificil que una empresa se desarrolle sin implicar 

de una u otra manera a los individuos que la integran y que incluso es necesario 

motivarlos para lograr una actitud responsable y activa. 

Entre los distintos medios que existen para lograrlo, la comunicación se 

destaca en primer lugar. 
La comunicación permiteque cada individuo se sitúe en el interior de la 

actividad de la empresa, se integre en ella considerándose elemento decisivo del 

conjunto, desarrolle su creatividad tomando nuevas iniciativas y se sienta más 

solidario hacia los demás, a fin de hacer propios los objetivos establecidos por la 

dirección. 
Ahora bien, es fácil comprender que si la comunicación desempeña tal papel 

en la empresa, su significado se ha enriquecido en relación con la acepción 

corriente del término. No basta una comunicación "de plaza de pueblo", por 

gratificante que sea; debe hacerse operativa para que ocupe su lugar entre los 

instrumentos de gestión de la empresa. 

La Comunicación Operativa 
¿Qué se entiende por comunicación operativa? Sencillamente, la que tiende 

hacia un objetivo, la que permite obtener un resultado gracias a la modificación de 

la actitud del o de los interlocutores. 
Ampliando la definición anterior, podría decirse que la comunicación en la 

empresa es la transmisión directa (jerárquica) o mediante distintos soportes de 
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mensajes e ideas con el propósito de 
inducir determinadas transformaciones 
en la opinión y la actitud de los inté-
resados. 

Esta definición abarca los dos pri-
meros aspectos de la anterior: la relación 
entre personas y grupos y la transmisión 
de una información, pero a ella se añade 
el objetivo de convencer a fin de modi-
ficar determinada actitud. 

Si se quisiera desarrollar aún más 
este aspecto operativo de la comuni-
cación, podría decirse que la comu-
nicación en la empresa es un proceso 
basado en la reciprocidad, que permite, 
por un lado, la transmisión correcta de 
la información de un emisor a un re-
ceptor a fin de que éste la entienda y 
produzca en él el comportamiento y la 
acción esperados; por otro, el flujo 
ascendente de información espontánea 
desde la base, que refleja su voluntad 
consciente y deliberada de expresarse 
y dar a conocer sus intereses, inquie-
tudes, reacciones y dificultades. 

La necesidad de información libre 
y espontánea es suscitada y facilitada a 
la vez por las estructuras, los proce-
dimientos y los canales adecuados y 
por el reconocimiento y la sanción 
oficial por parte de la dirección y la 
jerarquía de la libertad de expresión del 
personal, en el bien entendido que dicha 
libertad de expresión no tiene por qué 
suponer una pérdida de poder y 
prestigio. 

Hay buena comunicación cuando 
los individuos son espontánea y 
simultáneamente emisores y receptores. 

Evidentemente, la comunicación, 
tal y como acaba de describirse, es un 
estado ideal al que se debe tender, a 
pesar de que la lógica nos diga que 
nunca se alcanza. 

Pero este ideal es un objetivo  

necesario, si se parte del supuesto de que la evolución de la sociedad y las 
mentalidades impone un nuevo estilo de relaciones en la empresa. 

La comunicación en la empresa no puede referirse únicamente a aspectos 
puntuales, derivados de la actuación en los sistemas operativos, sino que también 
ciertos aspectos fundamentales y constitutivos de las empresas, como su propia 
filosofía, han de ser objeto de comunicación. Sinembargo, y sin desconocer todo 
lo que se ha escrito sobre el particular, no hay mejor método de comunicación que 
la efectiva congruencia entre la filosofía declarada y la actuación práctica de las 
personas que con su trabajo cotidiano informan la vida de las empresas. 

Como se ha señalado, la comunicación no es otra cosa que un instrumento de 
gestión. En esta medida, ha de ocupar un lugar en la gestión global de la empresa. 
De hecho, es fácil comprobar que resulta imposible dirigir una empresa sin inter-
cambiar informaciones, es decirsin comunicarse. Enla actualidad es absolutamente 
necesario desarrollar la comunicación como herramienta de gestión y también por 
motivos culturales. La comunicación efectiva, es útil para la empresa en la medida 
en que hace felices a las personas y garantiza un mínimo de cohesión entre ellas. 

En la empresa participativa que se delinea en la actualidad y que será el 
prototipo de la empresa del futuro, las tareas de concepción y ejecución están 
delimitadas con menor precisión. En efecto, a partir del momento en que se 
considera que todos pueden tener ideas valiosas y ponerlas en práctica en beneficio 
de la empresa, las formas de organización del trabajo evolucionarán, creando 
nuevas estructuras que incluyen la participación de todos. Estas diferentes estructuras 
tienen como rasgo común la confianza en el hombre yen su capacidad de iniciativa. 
Pueden surgir o perecer, en el preciso instante en que la instauración natural de un 
clima de comunicación sea o no posible.' 

ornado de: "Ténicas de Gestión de Personal" 
editorial Sant Boj de Llobregant. Barcelona) 

:ir1)1)íZ filosofía 
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- 
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DOCTRINA' 

si lo expresó la Sala de Consulta y 
Servicio Civil del Consejo de Estado 

en respuesta a la consulta elevada por el 
director del Servicio Civil. 

Dice la consulta: 
A fin de hacer claridad sobre la sus-

cripción por parte del Director del Depar-
tamento Administrativo del Servicio Civil 
de los decretos que expida el Presidente 
de la República, en ejercicio de las facul-
tades extraordinarias que le otorgue el  

Congreso Nacional o de aquellos que deba 
expedir en virtud de las funciones que la 
Constitución Política le confiere, se consul-
ta, al tenor de lo previsto en su artículo 115, 
quiénes conforman el Gobierno Nacional, 
de acuerdo con las siguientes conside-
raciones: 

1. El artículo 12  del decreto-ley 147 
de 1976 le fija al Departamento Adminis-
trativo del Servicio Civil como objetivo el de 
"Formular, asesorary adelantar las políticas 
de administración de personal y desarrollo  

de los recursos humanos al servicio del 
Estado y, en especial, los planes y 
programas en los campos del servicio civil, 
carrera administrativa y bienestar social 
de los empleados oficiales y sus familias, 
en la rama ejecutiva del poder público en lo 
nacional...". 

2. El literal e) del artículo 22  de la 
misma norma, le atribuye al Departamento 
Administrativo del Servicio Civil, entre otras, 
la función de Establecer, administrar y 
asesorar en los sistemas de clasificación, 
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de remuneración, de nomenclatura de em-
pleos y de conformación y modificación de 
las plantas de personal de los diferentes 
organismos públicos". 

El literal c) del artículo 75 del 
decreto-ley 1042 de 1978, prevé que la 
conformación y reforma de las plantas de 
personal se hará mediante decreto que 
llevará las firmas del Ministro o Jefe del 
Departamento Administrativo correspon-
diente, ladel Ministro de Hacienda y Crédito 
Público, como certificación de que existe 
apropiación presupuestaria suf iciente para 
cubrir su costo, y la del Jefe del Departa-
mento Administrativo del Servicio Civil. 

Igualmente, el inciso 2 del artículo 
74 del mismo decreto, establece que "la 
creación, supresión, modificación y fusión 
de empleos en los establecimientos públi-
cos yen las unidades administrativas espe-
ciales del orden nacional se hará mediante 
acuerdo o resolución de su respectivajunta 
o consejo directivo, que deberá ser 
aprobado por decreto del gobierno". 

Corresponde al Departamento Ad-
ministrativo del Servicio Civil, de acuerdo 
con lo señalado en el artículo 24 del decre-
to-ley 1680 de 1991, revisar y conceptuar, 
para posterior adopción del Gobierno 
Nacional, los proyectos de reorganización 
general o parcial de los organismos de la 
administración nacional. 

El artículo 115 de la Constitución 
Potica establece que el Gobierno Nacional 
está formado por el Presidente de la Repú-
blica, los Ministros del despacho y los 
Directores de Departamentos Administra-
tivos. El Presidente y el Ministro o Director 
de Departamento Administrativo corres-
pondiente, en cada negocio particular, 
constituyen gobierno. 

Por tratarse de asuntos de competen-
cia de este Departamento, se consulta si el 
Director del Departamento Administrativo 
del Servicio Civil constituye gobierno, con  

el Presidente de la República, para los 
siguientes casos, y, por lo tanto, debe sus-
cribir los decretos-leyes o decretos ejecu-
tivos que se refieran a: 

- Creación, supresión o fusión de em-
pleos en los Ministerios, Departamentos 
Administrativos, Superintendencias, Uni-
dades Administrativas Especiales, Estable-
cimientos Públicos y Empresas Industriales 
y Comerciales del Estado, en el orden na-
cional; 

- Adopción o modificación de su estruc-
tura, nomenclatura y clasificación de em-
pleos; y 

- Fijación de las escalas de remu-
neración y establecimiento del régimen 
salarial y prestacional de los empleados 
de aquellas entidades. 

Igualmente se consulta si para los fi-
nes del numeral 5, la función del Depar-
tamento Administrativo del Servicio Civil 
se limita sólo a la emisión del concepto, o 
debe concurrir, como Gobierno, en la 
suscripción de los decretos que adopten 
las modificaciones de las estructuras. 

La Sala considera y responde, 
1. El artículo 115 de la Constitución 

Nacional prescribe que" El presidente de 
la República es el Jefe del Estado, Jefe de 
Gobierno y suprema autoridad adminis-
trativa"; dispone, además, que "el Gobierno 
Nacional está formado por el Presidente 
de la República, los Ministros del Despacho 
y los Directores de Departamentos Admi-
nistrativos. El Presidente y el Ministro o Di-
rector de Departamento correspondiente, 
en cada negocio particular, constituyen el 
gobierno". Finalmente, establece esta 
disposición que "Ningún acto del presi-
dente, excepto el de nombramiento.y re-
moción de Ministros y Directores de 
Departamentos Administrativos y aquellos 
expedidos en su calidad de Jefe de Estado 
y de suprema autoridad administrativa,  

tendrá valor ni fuerza alguna mientras no 
sea suscrito y comunicado por el Ministro 
del ramo respectivo o por el Director del 
Departamento Administrativo correspon-
diente, quienes por el mismo hecho, se 
hacen responsables".. 

Las disposiciones de la Consti-
tución de 1991, al igual que las de la 
Constitución de 1886, consagran la exis-
tencia de los ministros y directores de 
departamentos administrativos, como 
funcionarios auxiliares del Presidente de 
la República, a quienes les corresponde 
examinar los asuntos relativos a la política 
ya la administración, proponer las determi-
naciones necesarias que, unavez tomadas 
por el Presidente de la República, deben 
ser refrendadas y comunicadas por dichos 
funcionarios. De suerte que, como lo ex-
presan los doctrinantes del derecho consti-
tucional, sin el presidente, obviamente, no 
hay Jefe de la Rama Ejecutiva o Adminis-
trativa, y sin los ministros y directores de 
departamentos administrativos, los actos 
del Presidente no tienen valor ni fuerza 
ejecutiva, toda vez que no tienen la refren-
dación de dichos funcionarios, quienes 
también deben comunicarlos y hacerlos 
ejecutar, atribuciones que conllevan la 
respectiva responsabilidad. 

En este orden de ideas, se tiene 
que los departamentos administrativos son 
organismos de la administración que cum-
plen funciones técnicas, lo cual los dde-
rencia de los ministerios que tienen una 
función político-administrativa. Las decisio-
nes que correspondan a cada departa-
mento administrativo, deben ser firmadas 
por el Presidente de la República y el 
correspondiente Director. 

En relación con el Departamento 
Administrativo del Servicio Civil, creado 
por la ley 19 de 1958y reorganizado por el 
Decreto-ley 147 de 1976, se tiene que, sus 
funciones están dirigidas a adelantar las 
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políticas de administración de personal y al 
desarrollo de los recursos humanos al 
servicio del Estado, especialmente através 
de los programas en los campos del servicio 
civil, carrera administrativa y bienestar 
social de los empleados de la Rama Ejecu-
tiva del poder público. 

En desarrollo de tales funciones, el 
Departamento Administrativo del Servicio 
Civil, puede realizar innumerables activida-
des, entre ellas, las de asesorar, revisar, 
conceptuar sobre asuntos relativos al ma-
nejo de personal, sistemas de clasificación, 
de remuneración, de nomenclatura de em-
pleos y modificación de las plantas de 
personal de los diferentes organismos 
públicos (art. 22  Decreto-ley 147 de 1976). 

De manera que cuando el Gobierno 
tome decisiones relativas a los asuntos 
mencionados, lo hará con la colaboración 
del Departamento Administrativo del 
Servicio Civil y, los decretos respectivos 
deben ser firmados por el Presidente de la 
República y refrendados por el Ministro o 
Director de Departamento Administrativo 
respectivos y por el Director del Departa-
mento Administrativo del Servicio Civil, tal 
el caso del Decreto por el cual se suprimen 
unoscargos en algún organismo, o cuando  

se fija la remuneración de los empleados 
pertenecientes a las empresas Industriales 
y Comerciales del Estado. 

Con fundamento en las anteriores 
consideraciones la Sala absuelve los 
interrogantes del Señor Director del 
Departamento Administrativo del Servicio 
Civil: 

1. Tal como se indicó, el Director del 
Departamento Administrativo del Servicio 
Civil constituye Gobierno, con el Presidente 
de la República y el Ministro respectivo, si 
es del caso, en los asuntos descritos en la 
consulta y, por lo mismo debe suscribir, los 
correspondientes Decretos de cualquier 
carácter, que para el efecto se expidan. 

La sala entiende que el único acto del 
Presidente de la Repúblicaque no requiere 
ser suscrito y comunicado por el Ministro 
del ramo respectivo o por el Director del 
Departamento Administrativo correspon-
diente, es el de nombramiento yremoción 
de estos colaboradores. Por tanto, aquellos 
actos que el Presidente expida no sola-
mente en su calidad de Jefe de Gobierno 
sino también de Jefe de Estado y de Su-
prema Autoridad Administrativa, carece-
rán de valor y fuerza jurídicos mientras no  

sean suscritos y comunicados por los 
respectivos Ministros o Directores de De-
partamento Administrativo. 

2. En la reorganización general o 
parcial de los organismos de la adminis-
tración nacional, el Departamento Adminis-
trativo del Servicio Civil, debe en primer 
orden, revisar y dar concepto sobre todos 
los planes y proyectos que se presenten, 
como lo dispone el artículo 24, letra a), del 
Decreto 1680 de 1991, porque esta función 
asesora es necesaria para que se tomen 
las soluciones procedentes; además cuan-
do se produzca la decisión gubernamental, 
el director de este departamento admi-
nistrativo debe suscribir el correspondiente 
decreto, así sea, compartiendo la respon-
sabilidad con otros ministros o direc-tores 
de departamento administrativo, que ten-
gan ingerencia en el asunto. 

En los anteriores términos se da res-
puesta a la consulta formulada porel Direc-
tor del Departamento Administrativo del 
Servicio Civil. 

(Concepto del 14 de noviembre ç$e 1991. 
Sala de Consulta y Servicio Civil del Cohsejo de 
Estado. Consejero ponenete Dr. Jaime betancur 
Cuartas. Rad. No. 415) 

El Director del Servicio Civil constituye 
Gobierno, con el Presidente de la República 

y el Ministro respectivo, si es del caso, en los 
asuntos descritos en la consulta y, por lo mismo 
debe suscribir, los correspondientes Decretos de 
cualquier carácter, que para el efecto se expidan. 
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Descanso 
e consulta si es procedente jurídica- 
mente pagarle en dinero los descan-

sos compensatorios no disfrutados, por 
horas extras, a un funcionario que se retirá 
del servicio y a otro que falleció y si al 
corresponder tales descansos a años 
anteriores habrían prescrito; o en caso 
contrario, qué años se les reconocería y 

compensatorio 
su reconocimiento 

en dinero 
Servicio Civil* 

pagaría en dinero. 
En el artículo 36 del decreto ley 1042 de 1978, se establece 

claramente que en caso de laborar horas extras, el empleado tiene 
derecho a un descanso compensatorio o al pago en dinero de dichas 
horas y que si el tiempo laborado en esta situación supera el monto 
máximo reconocible en dinero, 50 horas mensuales, de acuerdo con 
el decreto-ley 10 de 1989, debe pagársele el restante en tiempo com-
pensatorio. 

Como puede observarse, la disposición legal es enfática en 
contemplarla posibilidad de pagar en dinero tan sólo un monto máximo 
de horas extras y necesariamente las que superen dicho monto, deben 
reconocerse en descanso compensatorio remunerado. 

Como en el caso en consulta los funcionarios que laboraron horas 
extras, uno de ellos se retirá del servicio y el otro falleció después de 
habérsele pagado el máximo reconocible en dinero, sin que ninguno de 
los dos hubiera disfrutado de los descansos compensatorios por las 
horas extras laboradas excedentes del tope de 50 mensuales, es claro 
que habría una obligación a cargo de la administración,pero la decla-
ración de su pago en dinero le corresponderá hacerla a la Justicia Con-
tencioso Administrativa; esto es, al respectivo Tribunal Administrativo 
y al Consejo de Estado. 

En cuanto a la prescripción de este derecho, el mismo, por cons-
tituir factor de salario, prescribe en 4 años, de acuerdo con el artículo 
4o. de la ley 165 de 1941 y, por tanto, la declaración del derecho 
efectuado por el respectivo Tribunal corresponderá a los últimos 4 
años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se 
haya hecho exigible. Esta prescripción se interrumpe por reclamación 
escrita del empleado antes de vencerse dicho plazo. 

*(Concepto del 14 de enero de 1992. Oficina Juridica del Departamento 
Administrativo del Servicio Civil) \ 
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Requ 
para ej 
por enc 

e consulta sobre las exigencias y los 
requisitos mínimos para el de-

sempeño de un empleo mediante la moda-
lidad de encargo. 

Las normas sobre requisitos, en espe-
cial el decreto 33 de 1990, señalan que 
para el ejercicio de un empleo en el sector 
público se deben acreditar los estudios y la 
experiencia establecidos por el citado de-
creto o por el manual específico de funcio-
nes y requisitos mínimos de la entidad. 

Como quiera que la situación adminis- 

trativa de encargo es la de proveervacantes 
transftoria o definitivamente, con un em-
pleado en servicio, supone unos elementos 
mínimos cuales son lavacanciadel empleo, 
la designación del encargado mediante 
acto administrativo proferido por autoridad 
competente y la posesión correspondiente. 
Por reducida que pueda ser su duración, la 
posesión de un empleo público tiene fijadas 
una serie de condiciones para el cabal 
ejercicio de las funciones del cargo público 
y entre ellas se señala la siguiente: 

b) Los que acreditan las calidades 
para el desempeño del cargo. 

Lo anteriormente expuesto, se halla 
estipulado en el artículo 4o. del decreto re-
glamentario 1950 de 1973, en armonía con 
lo dispuesto en el artículo 4o. del decreto 
ley 2400 de 1968 y el artículo 11 del decreto 
extraordinario 1042 de 1978. 

*(Concepto  del 2 de diciembre del 991 .Oficl-
na Jurídica del Departamento Administrativo del 
Servicio Civil)\\ 

...Por reducida que pueda 
duración, la posesión de un 

público tiene fijada una 
condiciones para el cabal 
de las funciones del cargo 
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J Quien designa a 
¿los representante de los empleados 

en las'comisiones de personal? 
Servicio CiviI 

e pregunta quién deberá designar al 
representante de los empleados en 

la comisión de personal en un estable-
cimiento público del orden nacional, tenien-
do en cuenta que hubo de repetirse la 
elección para ser designado y el número 
de votos no alcanzó el porcentaje exigido 
en el artículo 9o. del decreto 2045 de 1969. 

La Constitución Política de Colombia 
de 1991 en su título V, capítulo 1, artículo 
115 preceptúa: 

Artículo 115.- El Presidente de la Re-
pública esJefe del Estado, Jefe de Gobierno 
y suprema autoridad administrativa. 

El Gobierno Nacional está formado 
porel Presidente de la República, los Minis-
tros del Despacho y los Directores de De-
partamentos Administrativos. 

El Presidente y el Ministro o Director 
de Departamento correspondientes, en ca-
da negocio particular, constituyen el Gobier-
no". 

Para el caso en mención, el inciso se-
gundo del artículo 9o. del decreto 2045 de 
1969, dispone: 

Artículo 9.- La elección deberá repe-
tirse cuando la votación total no represente 
el setenta por ciento (70%) de los emplea-
dos con derecho a voto y, en tal caso, 
bastará con el cincuenta por ciento (50%) 
de los votos de los electores. 

Si la segunda votación no alcanzare  

este porcentaje, el Gobierno designará al 
representante de los empleados". 

De acuerdo con la última parte de 
norma transcrita y con la razón de ser de su 
consulta, corresponde hacer claridad res-
pecto al alcance del término "gobierno". 
En el Diccionario Enciclopédico de Derecho 
Usual de Guillermo Cabanellas, se hace 
referencia a que en un plano menor, por 
Gobierno se entiende la gestión o adminis-
tración de una entidad 

De acuerdo con la orientación que se 
le da a la definición de Gobierno en el Dic-
cionario de la Lengua Española de la Real 
Academia Española, se puede deducir que 
es la representación del gobierno central 
en un establecimiento público. 

En igual forma, el doctor Eduardo Rozo 
Acuña en el Diccionario de Política y Dere-
cho Público, editado por la ESAP, concep-
túa que Gobierno en sentido estricto indica 
las funciones ejecutivas y administrativas 
del poder, y agrega: "En la actualidad se 
tiende a emplear el término Gobiernoen su 
significado político, para indicar elejercicio 
del poder dentro y entre comunidades 
distintas al Estado (empresas, sociedades, 
etc.). 

Como consecuencia de lo anterior, y 
dada la entidad del acto administrativo por 
el cual se consuRa, se considera que en el 
caso de un establecimiento público del 
orden nacional, la designación del repre-
sentante de los empleados en la comisión 
de personal, bien puede efectuarta el 
director de ese establecimiento público, ya 
que el artículo 9o. del decreto 2945 de 
1969, se refiere solo a "gobierno", y no a 
"gobierno nacional" como aparece en el 
artículo 115 de la Constución Política. 

(Concepto del 14 de enero de 1992. OficIna 
Jurídica del Departamento Administrativo del 
Servicio Civil) 

....puede 
efectuarla el 

director de ese 
establecimiento 

público... 
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Compete exclusíva 
 . 

mente 
al Presidente 

lafijació n de sakzriQs y prestaciones 
de los empleados públicos 

Circuiar 

en el fin de dar aplicación a las 
disposiciones constitucionales y a 

las orientaciones del Gobierno sobre la 
materia, nos permitimos hacer las siguien-
tes precisiones: 

De acuerdo con el artículo 150, numeral 
19, literales e) yf) de la Constitución Política, 
el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos así como el régimen 
de prestaciones sociales mínimas de los 
trabajadores oficiales, serán fijados por el 
Presidente de la República con estricta 
sujeción a las disposiciones legales que al 
respecto expida el Congreso Nacional. 

Las corporaciones públicas territoria-
les, al determinar las escalas de remune-
ración correspondientes a las distintas cate-
gorías de empleos, deben someterse, en 
todo caso, a las normas generales y a los 
objetivos y criterios que señale la ley marco 
sobre régimen salarial y prestacional. En lo 
que se refiere a las prestaciones sociales 
de los servidores públicos, las corpora-
ciones públicas territoriales carecen de 
facultad para fijarlas o modificarlas, por 
expresa disposición de' inciso 22  del literal 
f) del numeral 19 del artículo 150 de la 
Constución Política. La competencia para 
fijarlas es del Gobierno Nacional. 

Por lo tanto, los Consejos Superiores 
de las instituciones oficiales de educación 
superior carecen de competencia para 
hacer reajustes salariales o para fijar 
prestaciones sociales, cualquiera sea su 
naturaleza. 

En consecuencia, las instituciones 
oficiales de educación superior no podrán 
hacer efectivos los incrementos salariales 
que no hayan sido fijados de acuerdo con  

las normas constitucionales y legales. La 
inobservancia de estas disposiciones con-
lleva responsabilidad pecuniaria y la impo-
sición de sanciones. 

(Circular dirigida por el Servicio Civil, el 
ICFES y la Dirección General del Presupuesto a 
Rectores de Instituciones Oficiales de educación 
superior del orden nacional y territorial el 13 de 
enero de 1992)\, 
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Es un acto complejo 
la resolución que comisiona 

a un empl eado cfe carrera para 
desempe ar  un empleo de libre 

nombramiento y remoción 
Servicio Civil* 

e consulta al Consejo Superior del 
Servicio Civil sobre la naturaleza 

jurídica del acto administrativo mediante el 
cual se confiere una comisión para desem-
peñar un empleo de libre nombramiento y 
remoción. 

El artículo 22 del decreto ley 2400 de 
1968, prevé que a los empleados se les 
podrá otorgar, entre otras, comisiones para 
ejercer funciones de un empleo .de libre 
nombramiento y remoción. 

Por su parte, los artículos 92, 93, 94 y 
95 del decreto reglamentario 1950 de 1973, 
regulan lo atinente a esta clase de situa-
ción administrativa. Es así como el artículo 
92 fija las condiciones para el otorgamiento 
de la comisión, el 93 regula las consecuen-
cias de la terminación de la comisión, el 94 
contempla que el funcionario comisionado 
no pierde los derechos de carrera y, por 
último el 95, al prever que el acto adminis-
trativo mediante el cual se confiere esta 
clase de comisión, debe ser autorizado 
conjuntamente por el jefe del respectivo 
organismo y por el jefe hoy Director del De- 

partamento Administrativo del Servicio 
Civil, le da a dicho acto la naturaleza de 
acto complejo de la administración, el cual 
solo queda perfeccionado mediante la in-
tervención conjunta o sucesiva de dos o 

más autoridades, cuyas manifestaciones 
de voluntad lo constituyen como tal. 

Por lo anterior, si se comisiona a un 
funcionario de carrera para desempeñar 
un empleo de libre nombramiento y re-
moción y la resolución no ha sido conjunta 
o sucesivamente autorizada por el Director  

del Departamento Administrativo del Servi-
cio Civil, ésta no puede producir efectos, 
hasta tanto se cumpla con esta formalidad 
y el funcionario comisionado en forma irre-
gular, perderá sus derechos de carrera 

desde el momento que tome posesión del 
nuevo empleo. 

'(Concepto del 9 de enero de 1992. Consejo 
Superior del Servicio Civil. Assores, FaboIa 
Obando Ramírez y DarLo Corres UrIbe) 

Esta resolución sólo queda 
perfeccionada una vez sea 

autorizada la comisión por 
el director del Servicio Civil 
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Inhabillo idades 
de los trabajadores 

pue en los nominadores 
fijar su duración en caso 

0,0 

de destitucion ,,*.'~' 

Consejo de Estado 

• 
e absuelve la consufta que la seño- 
ra Ministra de Agricultura hace a la 

sala: 
• Tiene el nominador de la Caja Agraria 

(Gerente General) la facultad para fijar la 
duración de las  inhabilidades, a los traba-
jadores oficiales a quienes la Procuraduría 
General de la Nación haya impuesto la 
sanción de solicitar su destitución? 
La Sala considera: 

lo) Según los artícu los 5o. del Decreto-
ley 3135 de 1968,13 de la Ley 3a. y 42 de 
la Ley 11 de 1986 el personal al servicio de 
las entidades públicas comprende emplea-
dos y trabajadores oficiales, aquéllos si se 
encuentran en relación estatutaria y éstos 
si vinculados por contratos de trabajo. 

Las personas que trabajan en la 
administráción nacional, departamental y 
municipal, como en los establecimientos 
públicos de todos los niveles, son emplea-
dos, con excepción de las que realizan 
tareas de construcción o mantenimiento 
de obras públicas, que son trabajadores 
oficiales: Por el contrario, las personas  

vinculadas a las empresas industriales y 
comerciales de la Nación, de los Depar-
tamentos y Municipios, son trabajadores 
oficiales; sin embargo, quienes en estas 
entidades excepcionalmente realicen acti-
vidades de dirección o confianza son em-
pleados. 

20) También existe un personal vincu-
lado a las entidades oficiales mediante 
contratos civiles, comerciales o adminis-
trativos. 

3o) La Ley 25 de 1974, reglamentada 
por el Decreto 3404 de 1983, reguló el 
régimen disciplinario de empleados y tra-
bajadores oficiales, ejercido por la Procu-
raduría General de la Nación. El artículo 
14 de la Ley 25 de 1974, que contempla la 
posibilidad de que la Procuraduría General 
sancione disciplinariamente -además de 
los empleados- a los trabajadores oficiales, 
fue declarado constitucional, con salveda-
des de voto, mediante sentencia de la 
Corte Suprema de Justicia de 8 de ágosto 
de 1985. 

4o) La Ley 13 de 1984, reglamentada  

por el Decreto 482 de 1985, reguló el 
régimen disciplinario de los empleados 
nacionales. Pero la Ley 25de 1974 mantuvo 
vigencia como régimen disciplinario de los 
empleados de la administración regional y 
local y de los trabajadores oficiales de 
todos los órdenes. 

5o) Sin embargo, el artículo lOo. de la 
Ley 49 de 1987 dispuso que "mientras se 
expide el régimen disciplinario para el 
Alcalde y demás empleados municipales, 
además de lo dispuesto en leyes vigentes, 
les será aplicable el estatuto establecido 
en la Ley 13 de 1984 y su Decreto Regla-
mentario 482 de 1985 sobre administración 
de personal y régimen disciplinario para 
los empleados públicos de la Rama 
Ejecutiva del orden nacional"; pero, según 
el artículo 11 ibidem, la vigilancia adminis-
trativa que la Ley 78 de 1986 asigna a la 
Procuraduría General de la Nación, respec-
to de los Alcaldes, se ejercerá conforme a 
las normas de competencia establecidas 
en la Ley 25 de 1974 y demás que la 
modifiquen o adicionen". 
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De este modo la Ley 13 de 1984 se 
hizo extensiva a los empleados municipales 
y el artículo 10. de la Ley 8a. de 1991 
permite aplicarla a los del Distrito Capital 
de Bogotá. La Ley 25 de 1974 rige para los 
empleados departamentales y los traba-
jadores oficiales de la Nación, los Departa-
mentos y Municipios. 

6o.) Además, la nueva Constitución 
atribuye al Procurador General de la Na-
ción, a este respecto, "ejercer vigilancia 
superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñen funciones públicas, inclusive 
las de elección popular"; "ejercer prefe-
rencialmente el poder disciplinario" y "des-
vincular del cargo, previa audiencia y me-
diante decisión motivada, el funcionario 
público" que incurra en cualquiera de las 
faltas que menciona (Arts. 277, número 6 
y 278, número 1, de la Constución). 

7o.) El artículo 30, inciso final, del 
Decreto Reglamentario 3404 de 1983 dis-
puso que "en el evento de destitución, la 
autoridad nominadora determinará el tiem-
po de inhabilidad del empleado, en los 
términos del literal c), artículo 4o., del Decre-
to 2400 de 1968, si se tratare de empleados 
regidos por este decreto". 

Se pregunta si, según la transcrita 
disposición, el Gerente General de la Caja 
Agrariatiene ono lafacuftad de determinar, 
en caso de destitución, eltiempo de dura-
ción de las inhabilidades de los trabajadores 
oficiales. 

La Sala considera que la Ley 13 de 
1984, reglamentada por eldecreto 482 de 
1985, actualmente constituye el estatuto 
disciplinario para los empleados de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, que notengan 
régimen especial, y de los Municipios y que 
la Ley 25 de 1974, reglamentada por el 
Decreto 3404 de 1983, constituye el esta-
tuto disciplinario de los empleados depar-
tamentales y trabajadores oficiales de todos 
los niveles; que el artículo 30, inciso final,  

del Decreto 3404 de 1983 claramente aludió 
al iempo de inhabilidad del empleado", 
con referencia específica al artículo 4o., 
letra c), del Decreto-ley 2400 de 1968, 
sustituído por el artículo lo. del decreto ley 
3074 del mismo año que exige, entre otros 
requisitos, para ejercer un empleo en la 
Rama Ejecutiva del Poder Público, no "ha-
ber sido retirado del servicio por destitución, 
en cuyo caso en el acto administrativo que 
imponga la sanción se determinará el 
tiempo de la inhabilidad, que no podrá ser 
mayor de un año"; que el Decreto Ley 2400 

de 1968, modificado por el Decreto Ley 
3074 del mismo año, exclusivamente pres-
cribió el régimen de los empleados de la 
Rama Ejecutiva del Poder Público y en 
modo alguno reguló el de los trabajadores 
oficiales; que el artículo 51 del Decreto 482 
de 1985, reglamentario de la Ley 1.3 de 
1985, reitera esta disposición exclusiva-
mente para los empleados a los cuales se 
aplicayque, aunque la Ley 25de 1974ye1 
Decreto 3404 de 1983 ya no son aplicables  

a los empleados de la Rama Ejecutiva del 
Poder Público, tienen vigencia como eles-
tatuto disciplinario de los empleados depar-
tamentales. 

Como la Caja Agraria, según el con-
texto de la consulla, es una sociedad de 
economía mixta asimilada a empresa indus-
trial y comercial del Estado, las personas 
vinculadas a su servicio son trabajadores 
oficiales, con excepción de las que desem-
peñen actividades de dirección o confianza 
que tienen el carácter de empleados. 

El artículo 4o., leral c), del Decreto- 

ley 2400 de 1968, sustituído por el artículo 
lo. del Decreto-ley 3074 del mismo año -a 
que alude el artículo 30-, inciso final, del 
Decreto 3404 de 1983- no es aplicable a 
los trabajadores oficiales sino exclusiva-
mente a los empleados departamentales". 

'(Extracto del concepto del 11 de septiembre 
de 1991. Sala de Consulta y Servicio Clvii del 
Consejo de Estado. Consejero ponente: Dr. Hum-
berto Mora Osejo. Rad. 401) 

Los nominadores de las 
sociedades de economía mixta, 

con tratamiento de empresa. 
industrial y comercial del 
Estado, no pueden fijár el 
término de inhabilidad 

de los trabajadores 
oficiales déstituídos 
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La libre remocíón 
de los docentes 
desaparece con su ingreso al escalafón 

Consejo de Estado* 

e impugnan los actos contentivos 
de la declaratoria de insubsis-

tencia del nombramiento del demandante 
como profesor de tiempo completo de la 
Universidad de la Guajira adscrito a la 
Facuftad de Ingeniería Industrial por dos 
razones: porque en sentir del actor y de 
acuerdo con el art. 109 del Decreto 80 de 
1980, gozaba de tuero de inamovilidad por 
ser profesor de tiempo completo en dicha 
institución educativa durante más de un 
año y porque el acto se produjo no con 
miras al mejoramiento del servicio sino por 
la "persecución de tipo sindical de que fue 
víctima por parte del rector anterior de la 
institución demandada. Como la insubsis-
tencia impugnada fue el resuRado de un 
"desquite", "de una vindicta" se castigó así 
el espíritu gremial indoblegable de mi 
representado y el papel de denuncia ejer-
cido durante su período de presidente de la 
Asociación Sindical de Profesores Univer-
sitarios "ASPU -Seccional Guajira-. Perdió 
su empleo por negarse -durante sus funcio-
nes de directivo sindical, y después como 
simple activista de base- a traicionar los 
intereses de su gremio y el de lacomunidad 
universitaria en general". 

Reza así el artículo 109 del Decreto 80 
de 1980: 

"La pertenencia al escalafón confiere 
estabilidad al docente de tiempo completo  

y de tiempo parcial así: la calidad de 
instructor o de profesor auxiliar otorga 
estabilidad por períodos sucesivos de dos 
años calendario a partir del segundo año, 
cuando el docente podrá solicitarsu inscrip-
ción en el escalafón. La calidad de profesor 
asistente otorga estabilidad por períodos 
sucesivos de tres años calendario. La cali-
dad de profesor asociado otorga estabili-
dad por períodos sucesivos de cuatro años 
calendario. La calidad de profesor titular 
otorga estabilidad por períodos sucesivos 
de cinco años calendario. Si cón antelación 
no inferior a un mes a la fecha de venci-
miento del período respectivo, la institución 
no manifestare al docente su decisión de 
dar por terminada la relación laboral, ésta 
continuará vigente por un nuevo período. 
Todo primer nombramiento de un docente 
de tiempo completo o de tiempo parcial 
será por el término máximo de un año, 
cumplido el cual podrá solicitar su ingreso 
al escalafón". 

De acuerdo con la norma pretranscrita, 
los docentes de tiempo completo y parcial 
de las Instituciones Públicas de Educación 
Superior, escalafonados como profesores 
auxiliares, asistentes, asociados y titulares  

gozan de fuero de relativa estabilidad du-
rante el lapso expresamente señalados 
para cada una de las categorías de docen-
tes en el artículo 109 del citado estatuto. 

De suerte que es desacertado afirmar 
que, según lo dispuesto en el inciso final 
del artículo transcrito, basta el desempeño 
durante un año como profesor de tiempo 
completo o de tiempo parcial en dichas 
instituciones, para adquirir el privilegio de 
inamovilidad relativa que ampara a los 
educadores inscritos en el escalafón res-
pectivo. No. El cabal entendimiento de 
dicha norma es el que la persona que se ha 
desempeñado como docente de tiempo 
completo o parcial durante un año, puede 
solicitar su ingreso al citado escalafón, 
vale decir, sólo tales profesores adquieren 
vocación para acceder a cualquiera de las 
categorías que comprende el escalafón 
docente reglamen-tado por el decreto 80 
de 1980. 

Por manera que, para una correcta 
inteligencia del artículo 97 del referido de-
creto, que prevé que los docentes de tiempo 
completo y de tiempo parcial no son de 
libre nombramiento y remoción, salvo 
durante el período de un año establecido 
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en el artículo 109 del mismo estatuto, debe 
tenerse en cuenta lo dicho anteriormente, 
esto es, que la calidad de docente de libre 
nombramiento y remoción no desaparece 
por el simple transcurso del susodicho 
año, sino cuando transcurrido éste, el profe-
soren virtud de la solicitud correspondiente, 
ng resa al escalafón en cualquiera de las 
categorías contempladas en el artículo 108 
del decreto citado. 

Y esta interpretación del artículo 97es 
apenas lógica porque junto con los demás 
artículos del decreto 80 de 1980, conf orma 
un todo normativo, cuyas disposiciones 
guardan correlación entre si, de suerte que 
un adecuado entendimiento de cualquiera 
de ellas no puede obtenerse de su texto 
aislado, sino en armonía con todas las re-
glas y directrices que allí se plasma. 

Colígese de lo anterior, que sin haber 
demostrado el accionante su inscripción 
en el escalafón docente de la Universidad 
de la Guajira, en donde se desempeñaba 
como educador, cualquiera sea la razón 
para ello (inexistencia de Estatuto de Regla-
mento para el Personal Docente en esa 
entidad, ausencia de solicitud o de demos-
tración de los requisitos académicos o 
profesionales para el ingreso, etc.), pues 
para el caso es inderente, debe conside-
rársele como un docente de libre nombra-
miento y remoción, que podía ser separado 
del servicio en ejercicio de la facuad 
discrecional que al efecto asiste a la auto-
ridad nominadora. 

Sin embargo, como ésta no podía 
removerlo sino por necesidades del servi-
cio, si lo hizo teniendo en cuenta otras 
razones, para el caso, las alegadas en la 
demanda, incurrió en desvío del poder. Se 
verá entonces, si del acervo probatorio se 
establece que la declaratoria de insubsis-
tencia del nombramiento del accionante 
obedeció a los móviles a que el libelista se 
refiere. 

1 
JURISPRUDENCIA 

 1 

Pues bien, de las pruebas aportadas 
se desprende que hubo algunas denuncias 
contra la Universidad de la Guajira, al 
parecer en 1985, y  que el actor participó en 
su formulación, pero sin precisar fecha de 
tales denuncias ni su contenido. Las denun-
cias no fueron aportadas ni solicitadas 
como prueba. 

Por otra parte, para la Sala, lo aseve-
rado por el testigo Plinio López Jiménez, 
así como por los demás declarantes, cons-
tituye únicamente una suposición del mo-
tivo de la insubsistencia pero no una prueba 
idónea, vale decir, plena, de que la causa 

de la desvinculación del demandante fue 
el deseo de venganza del rector de la 
Universidad de ese entonces, por las 
aludidas acusaciones; la formulación por 
el actor de denuncias en contra de aquel, 
per se, no evidencia el vínculo de causalidad 
que necesariamentedebe existir entre tal 
hecho y la medida acusada, de modo que 
no es palpable ese lazo vinculante que es 
indispensable acreditar para aceptar, sin 
riesgo de incurrir en una equivocación, que 
se configuró el mencionado motivo de 
nulidad de los actos administrativos. 

En tales condiciones y habida consi-
deración de que los demás hechos a que 
aluden los deponentes demuestran sólo 
las reacciones que en la comunidad univer-
sitaria produjo la remoción del demandante, 
más no la dependencia causa a efecto a 
que se ha hecho referencia, para la Corpo-
ración es evidente la improcedencia de 
declarar la nulidad de los actos acusados 
con base en la supuesta desviación de 
poder endilgada a la autoridad nominadora 
en la demanda. 

De modo que si, como se dijo, la ad-
ministración no pudo desconocer el preten- 

dido derecho a una relativa inamovilidad 
del demandante y no se demostró la 
ocurrencia de la causa¡ de poder invocada 
en el libelo, debe concluirse que las resolu-
ciones acusadas continúan amparadas por 
la presunción de legalidad inherente a su 
condición de actos administrativos". 

*(ExsJactode la sentencladel lid. septien 
bre da 1991. Sala de lo Contencioso Adminlsfra. 
tivo. Sección segunda. Consej.rs ponente: 
doctora Dolly Pedraza de Arenas. Exped. No. 
3197, Actor Edgardo Monroy ValencIe) 

No se puede afirmar que sólo ,,, 

el desempeño durante un año 
como profesor de tiempo completo ., 

o de tiempo parcial basta para 
adquirir el prívilegio de 

¡namo vilidad que a mpara 
a los educadores inscritos 

en el escalafón 
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Derecho del 
empleado de carrera 
a ser incorporado a la nueva 
planta de personal 

Consejo de Estado 

aSalaconfirmóladecisiónadop- 
11tada por el a-quo respecto del 

Decreto 677 de 1980 por el cual se deter-
minÓ la planta de personal de la Dirección 
General de Servicios Administrativos del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
impugnado en el libelo; tal decisión obed'e-
ció, entre otras razones, al hecho de que 
ninguna disposición constitucional o legal 
restringe laf acuRad presidencial de suprimr 
los empleos de los Ministerios, ocupados 
por funcionarios inscritos en la carrera 
administrativa; y porque dado el carácter 
general, impersonal, y abstracto de dicha 
disposición, el solo hecho de su expedición 
no lesionaba derecho alguno de la actora. 
Así mismo, dijo que en cuanto a los alcances 
que tuvo el Decreto Legislativo 2132 de 
1976 ha sido reiterada la posición de la 
Sala, en el sentido de que tal disposición 
de carácter excepcional y transitoria no 
dispuso una suspensión absoluta o general 
de las normas de carrera y particularmente 
de los derechos derivados de ella, pues 
dicha suspensión se produjo solo respecto 
de los empleados que incurrieran en faRas 
tipiáadas en su artículo 20. y para los 
efectos allí previstos; vale decir sancio- 

narlos con suspensión hasta por un término 
mayor al señalado en las normas de vigen-
cia indefinida (12 meses) y sin agotar el 
procedimiento establecido en el régimen 
disciplinario ordinario". 

Ahora bien, en el caso sub-exámine, 
en lo referente a la petición de nulidad de 
la Resolución No. 2421 de junio 6 de 1980, 
en cuanto omitió incorporar a la señora 
Gloria María López de Sánchez en su em-
pleo de la nueva planta de personal de la 
Dirección. General de Servicios Adminis-
trativos del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, teniendo en cuenta que la actora 
era funcionaria de carrera y la amparaba el 
derecho preferencial a que se refiere el 
artículo 48 del Decreto Extraordinario 2400 
de 1968, caben las siguientes precisiones: 

Consta en el expediente que como 
resultado de un concurso o proceso de 
selección por el sistema de mérfto la señora  

de Sánchez fue nombrada en período de 
prueba dentro de la carrera administrativa 
en el empleo de Trabajador Social 11-19 de 
la División de Personal de la Dirección 
General de Servicios Administrativos del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público; 
que el 27 de noviembre de 1975 tomó 
posesión del mencionado empleo para el 
cual había sid,o designada por Resolución 
No. 14103 del día 26 del mismo mes y año; 
que sus servicios fueron calificados satis-
factoriamente durante el período compren-
dido entre el 28 de noviembre de 1975 y el 
2 de julio de 1976 y  que solicitó su inscrip-
ción en el escalafón de la carrera adm-
nistrativa, cumpliendo así con las exigen-
cias legales a su cargo, necesarias para 
obtener dicha inscripción. 

Aparece igualmente, que de confor-
midad con lo manifestado por el Departa-
mento Administrativo del Servicio Civil, el 
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proceso de inscripción en el escalafón de 
la carrera administrativa quedó suspendido 
en virtud de la expedición de¡ Decreto 
Legislativo 2132 de octubre 7 de 1976; que 
con carácter de incorporación fue nom-
brada por Resolución No. 08770 de julio 1 
de ese año en el cargo de Trabajador 
Social 111-21 de la Sección de Bienestar 
Social de la División de Personal de la 
Dirección General de Servicios Administra-
tivos de¡ referido Ministerio y de¡ cual tomó 
posesión según acta No. 660; que con 
igual carácterf ue nombrada por Resolución 
06253 de julio 14 de 1978 en el cargo de 
Profesional Universitario 3020-04 de a-
quelladependencia, de¡ cual tomó posesión 
según acta No. 01784; que por Resolución 
No. 07087 de septiembre24 de 1979 y con 
fundamento en el Decreto Legislativo 2132 
de 1976 fue suspendida de¡ empleo que 
desempertaba por el término de doce me-
ses; que en el transcurso de¡ período de la 
suspensión disciplinaria se expidieron el 
Decreto 677 de marzo21 de 1980 y  la 
Resolución No. 02441 de julio 16 del mismo 
año de incorporación de personal, en la 
cual no fue incorporada la actora. 

Como se sostuvo en la sentencia de 
septiembre 12 de 1990 a que se ha hecho 
mención y acorde con los alcances aludidos 
de¡ Decreto Legislativo 2132 de 1976, el 
Departamento Administrativo de¡ Servicio 
Civil debió dar trámite a la solicitud de 
escalafonamientoformulada por lademan-
dante, quien igualmente hubiera podido 
obtener la actualización de su escalafón 
en los empleos de Trabajador Social 111-2 1 
y de Profesional Universitario 3020-04 a 
los cuales fue luego incorporada. Por ende, 
si el citado Departamento Administrativo 
no prosiguió en su oportunidad el trámite 
para definir su situación jurídica frente a la 
carrera administrativa, la omisión de la 
administración no tenía por qué irrogarle 
perjuicios a la funcionaria de Sánchez. 

Del recuento hecho sobre el caso de la 
comentada funcionaria, se establece que 
al cumplirla sanción disciplinariade suspen-
sión impuesta por Resolución No. 07087 
de septiembre 24 de 1979, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público debió incorpo-
rarla en un empleo equivalente de la planta 
de personal contemplada en el decreto 
677 de marzo21 de 1980, según lagarantía 
a favor de los funcionarios inscritos en el 
escalafón de la carrera administrativa 
establecen el artículo 48 de¡ Decreto 
Extraordinario 2400 de 1968 y el numeral 
40. de¡ artículo 244 de¡ Decreto Regla-
mentario 1950 de 1973. En efecto, se 
observa en dicho Decreto 677 que en la 
Sección de Bienestar Social de la División 
de Personal de la Dirección General de 
Servicios Administrativos de ese Ministerio 
yen la cual prestaba sus servicios la señora 
de Sánchez, se crearon dos empleos de 
profesional universftario 3020-04 similares 

al que la actora desempeñaba por la época 
en que la actora fue sancionada discipli-
nariamente. En uno de tales empleos ha 
debido ser incorporada la demandante, o 
en otro equivalente de la planta de personal 
de¡ Ministerio, con elfin de darcumplimiento 
al mandato legal. Porconsiguiente, resuRa 
procedente confirmar la decisión de¡ 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca  

de declarar nula la Resolución No. 2421 
de¡ 16 de junio de 1980 originaria del 
Ministerio de Hacienda y Crédfto Público, 
en cuanto no incorporó a la señora de 
Sánchez a la planta de personal establecida 
por el Decreto 677 de marzo 21 de 1990 
(sic). Respecto al restablecimiento de¡ 
derecho de la actora dispuesto en el punto 
3 de¡ fallo, se procederá a modicarIo, para 
disponer que la incorporación se lleve a 
cabo en el empleo de profesional 
universitario 3020 grado 04 que 
desempeñaba en el momento de su 
desvinculación o a uno igual o de superior 
categoría, con la precisión de que el pago 
de los sueldos y demás emolumentos 
dejados de percibir deberá hacerse desde 
la fecha en que se presentó a reasumir sus 
funciones al término de la sanción de 
suspensión que le fué impuesta por la 
Resolución No. 07087 de 1979, con 
observación deio estatuído por el artículo 

64 de la Constftución Política, en armonía 
con el 128 de la Carta actualmente vigente". 

(Extracto de la Sentencia de¡ 2 de septiem-
bre de 1991. Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo. Sección Segunda. Consejero ponente: 
doctor Joaquín Barreto Ruiz. Exped. No. 188. 
Actora GlorIa María López de Sánchez)\\ 

• ---: . 

El empleado escala fonado 
no pierde los derechos:.:.. 

de carrera por el sólo hecho 
de la supresión del empleo 

del cuál.etitúlá:.. 
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No pueden alegarse derechos adquiridos 
frente a las normas que modjfique n 

la clasicac  ión de los 
servidores públicos 

Consejo de Estado 

bserva la Sala que no procede 
'y acceder a declararla excepción 

de inepta demanda propuesta por la parte 
oposftora, fundándose en que la acción 
procedente sería la de restablecimiento 
del derecho y no la de nulidad señalada por 
el accionante, toda vez que la indicación 
de la acción no es presupuesto de la deman-
da en forma. Por el contrario, el artículo 86 
del C. de P.C., aplicable por remisión que 
a este estatuto hace el C.C.A., artículo 
267, ordena el Juez al admir la demanda, 
debe darle el trámite que corresponda 
aunque & demandante haya indicado una 
vía procesal inadecuada. De manera que 
aun cuando fuera aceptada la apreciación 
de¡ excepcionante, que no lo es, el error del 
demandante no podía tener la consecuen-
cia que se impetra. 

En cuanto al fondo de la controversia, 
la Sala analizará los cargos en el mismo 
orden en que fueron formulados, 

a) Violación de derechos adquiridos. 
Afirma el censor q'ie a partir del 16 de 

junio de 1970 cuando se expidió el primer 
estatuto de los Ferrocarriles Naciónales, 
las personas que obtuvieron la calidad de  

trabajadores oficiales adquirieron el dere-
cho a ser reconocidos como tales y a ser 
tratados con todos los derechos y obliga-
ciones de los trabajadores privados ampa-
rados por las normas de[ derecho laboral 
privado. 

Ante todo precisa la Sala que por los 
actos acusados se introdujeron unas refor-
mas a los estatutos de los Ferrocarriles 
Nacionales para indicar que actividades 
de dirección o confianza deben ser desem-
peñadas por personas que tengan calidad 
de empleado público, luego se trata de 
normas estatutarias de derecho público 
que rigen la organización interna del ente. 

Sabido es que los derechos adquiridos 
con justo título, con arreglo a las leyes 
civiles, que ampara el artículo 30 de la C.N. 
son los derechos patrimoniales consolidá-
dos, luego no puede alegarse derecho 
adquirido a una legislación en el sentido 
que pretende el accionante, o sea en el 
sentido de que la norma de derecho es  

inmodificable cuando rige situaciones par-
ticulares. 

Distinto es que una ley no pueda reco-
nocer derechos adquiridos con justo título 
a su amparo, pero no es la acción de nuli-
dad de la norma la que procede entonces, 
sino la acción particular correspondiente 
que debe ejercer el titular para hacer ejercer 
su derecho. 

Las normas estatutarias de los entes 
públicos pueden ser modificadas bien por 
el legislador o bien por las juntas directivas 
dentro de la órbita de su competencia, en 
cualquier momento cuando las necesida-
des de¡ servicio así lo exigen sin que pueda 
alegarse frente a ellas derechos adquiridos. 

El derecho público no puede ser rígido 
ni inflexible ni atarse a interés particular; el 
dinamismo del Estado y su finalidad que es 
el interés público obligan a que sus organis-
mos se adecuen a los requerimientos socia-
les y ello sólo puede hacerse modificando 
las reglas que lo rigen. 
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los establecimientos 
públicos pueden. 
dificar en cualquier 

clasificación .: 
inicial de los 

En consecuencia, el cargo de violación 
de derechos adquiridos no pueden pros-
perar. 

b) Falsa motivación. 
Se hace consistir la falsa motivación 

en el hecho de que en los considerandos 
del Acuerdo No. 126 de 1987 se invocaron 
los artículos 3o., 40. y 50. del Decreto 1848 
de 1969 que fueron anulados por lajur.isdic-
ción contencioso administrativa. 

La falsa moti- 
vación que vicia 
de nulidad un acto, 
según lo ha preci- 
sado la jurispru- 
dencia, es la que 
entraña desvia- 
ción de poder, la de prestación de mo- 
tivos falaces para 
dar apariencia de 
legalidad a un ac- 
to, no el simple 
error que puede 
incurrirse en la 
parte considerati- 
va de éste. 

En el caso 
que ocupa la Sala 
ciertamente en los 
considerandos del 
Acuerdo acusado 
se citó errada- 
mente el artículo 
4o. del Decreto 
1848 de 1969, único que en verdad había 
sido anulado en su totalidad por el Consejc 
de Estado, pero solo para fundamentar e 
hecho cierto de que "el régimen lega 
vigente prevé que en los estatutos de la 
Empresas Industriales y Comerciales de 
Estado se haga la clasificación de lo 
empleados públicos y de los trabajadores 
oficiales al servicio de esas entidades en 
razón de las actividades de dirección c  

confianza que desempeñen" como se 
consignó en su texto. 

No encuentra por tanto la Sala que el 
Acuerdo esté falsamente motivado. El error 
en la cita no vida en forma alguna el acto, 
que encuentra su apoyo cierto en las demás 
normas citadas. 

c) Violación del artículo 5o. del decreto 
3135 de 1968. 

Se sostiene en este cargo que laclasiti- 

cación efectuada en el artículo 27 del 
Decreto 1242 de 1970 era inmodificable y 
que al hacerse una nueva se viola el inciso 
2o. del artículo 5o. del Decreto 3135 de 
1968 que dispone: 

Las personas que prestan sus servi-
cios en las empresas industriales y comer-
ciales del Estado son trabajadores oficiales; 
sin embargo, los estatutos de dichas empre-
sas precisarán qué actividades de dirección  

o confianza deban ser desempeñadas por 
personas que tengan la calidad de emplea-
dos públicos". 

Ya la Sala expresó su pensamiento 
respecto a la no intangibilidad de lasnormas 
estatutarias de los entes públicos, pero 
como lo que aquí se ataca es la posibilidad 
de las Juntas Directivas de ejercer por más 
de una vez su competencia de precisar 
qué actividades de dirección o confianza 

deben ser desempeñadas 
por personas que tengan ca-
lidad de empleados públicos, 
debe agregar que esta facul-
tad aparece expresamente 
otorgada por la ley en el 
artículo 26 del Decreto 1050 
de 1968 cuyo literal b) asigna 
a las juntas directivas de las 
empresas comerçiales e in-
dustriales del Estado la atri-
bución de 'Adoptar los esta-
lutos de la entidad y cualquier 
reforma que a ellos se 
introduzca y someterlos a la 
apróbación del gobierno". 

De manera que las jun-
tas pueden modif icar en cual-
quier momento la clasifica-
ción inicial, siempreclaroestá 
que no se infrinja norma 
supeor alguna, pues setrata 
de disposiciones propias de 

• los estatutos internos de la 
entidad. 

En razón de lo expuesto, no puede 
prosperar la petición de nulidad del acto 
complejo demandado". 

*(Extyacto  de la Sentencia del 12 de sep. 
tiembre de 1991. Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo. Sección Segunda. Consejera Ponen-
te: doctora DolIy Pedraza de Arenas. Exped. No. 
2823. Actor Cesar Castro Perdomo)Ç, 

las juntas directivas. 

momento la 

servidores públicos 
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carrera por normas legales y regla-
mentarias anteriores alpresente esta-
nito. Para ello debía tenerse en cuen-
ta los cargos de carrera que habían 
desempeñado con posterioridad a 
su inscripción y el cumplimiento de 
los requisitos y procedimientos 
aplicables en cada caso. AdemáS, 
los empleados que se encontraban 
en período de prueba debían ser 
calificados al término del mismo y 
si ya se hubiere cumplido, dentro de 
un plazo máximo de noventa (90) 
días, contadosa partir de lavigencia 
de esta disposición, con el objeto de 
definir su situación de ingreso a la 
carrera o su retiro del servicio. 

A partir de la vigencia del de-
creto ley 2400 de 1968 y su regla-
mentario el decreto 1950 de 1973, 
se hace significativo el número de 
funcionarios escalafonados en la 
Carrera Administrativa hasta la ex-
pedición del decreto 583 de 1984, 
en relación con el número de inscrip-
ciones llevadas a cabo con base en 

• las normas anteriores al nuevo esta- 
tuto, que según reseñas históricas 
de la carrera fue bastante reducido. 

• Hastael31 de diciembre de 1991, se 
han inscrito y actualizado 17.773 
empleados públicos por el actual 
estatuto de Carrera. (Ver gráfica). 

El decreto 583 de 1984, por el 
cual se reglamentó el inciso lo del 
artículo 42 del decreto ley 2400 de 
1968, fue expedido por el Gobierno 
Nacional para aphcrse en un plazo 
de tres (3) años contados a partir de 
la fecha de su publicación, con el  

objetivo de subsanar la situación de 
funcionarios pertenecientes a la Ra-
ma Ejecutiva del Poder Público en 
el orden nacional, que ocupaban 
cargos de carrera sin pertenecer a 
ella y la de-funcionarios que estando 
inscritos en carrera, fueron promo-' 
vidos a otros empleos sin la reali-
zación del respectivo concurso de 
ascenso. (2) 

El plazo fijado por el Servicio 
Civil para atçnder las solicitudes de 
inscripción y/o actualización esta-
blecido por el mencionado decreto, 
fue ampliado en tres (3) meses por 
el Decreto 864 de 1985 y posterior-
mente, el Decreto 964 de 1986 lo 
amplió a cuatro (4) años contadós a 
partir de la fecha de expedición del 
Decreto 583 de 1984. Con la aplica-
ción de estas normas se observa el 
número más alto de escalafonados 
en la historia de la Carrera, 50.193 
funcionarios, seguido por los efec-
tos de la ley 61 de 1987 y su 
reglamentario el decreto 573 de 
1988, que también marca un incre-
mento considerable en dicha cifra, 
hasta la fecha. (Ver gráfica) 

La mencionada Ley 61 de 1987, 
que modificó y adicionó los decretos 
leyes 2400 y  3074 de 1968, y el 

• decreto reglamentario 573 de 1988, 
que derógó el decretó 583 de 1984, 
establecieron disposiciones precisas 
para los empleados públicos vincu-
lados a los organismos de la Rama 
Ejeçutiva del Poder Público en el 
orden nacional, que'desempeñaban 
empleos de Carrera sin estar ms- 

critos en ella a 31 de diciembre de 
1987, fecha en que entró en vigencia 
dicha Ley. Además, ésta determinó 
en forma clara los empleos de libre 
nombramiento y remoción. Cabe 
destacar el impacto que tuvo la apli-
cación de esta norma como medio 
masivo de inscripción en la carrera 
administrativa; en el año de 1989 el 
número de escalafonados por dicha 
normaprácticamente duplicó lacifra 
del año anterior. 

El 10 de enero de 1990,.  -el Pre- J 

sidente de la República sancionó la 
ley 10 del mismo año, por la cual se 
reorganiza el Sistema Nacional de 
Salud contemplando la incorpora-
ción masiva a la carrera administra-. 
tiva de aproximadamente 40 mil 
funcionarios, de los 70 mii trabaja-
dores de la salud considerados como 
de libre nombramiento y remoción 
hasta la expedición de dicha ley; 
esta situación se empieza a reflejar 
en el comportamiento presentado 
en el año de 1991,con respecto al 
total de escalafonados en carrera; - 

Con base en la aplicación de 
estas leyes, se observa un número 
importante de escalafonados, 41.335 
hasta la fecha, sumado al normal 
desarrollo de las normas vigentes 
sobre la materia, como se ilustra en 
la gráfica.' 
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"Por el cual se reglamenta parcialmente 
el Decreto Ley 1661 de 1991" 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de la facultad que le confiere el numeral 11 
del artículo 189 de la Constitución Política, 

DECRETA: 

ARTICULO 12.  Definición y campo de aplicación 
La prima técnica es un reconocimiento económico 

para atraer o mantener en el servicio del Estado aempleados altamente 
calificados que se requieran para el desempeño de cargos cuyas funciones 
demanden la aplicación de conocimientos técnicos o científicos especia-
lizados olarealización de labores dedirección odecspecialresponsabilidad, 
de acuerdo con las necesidades específicas de cada organismo. Así mismo, 
será un reconocimiento al desempeño en el cargo, en los términos que se 
establecen en este decreto. 

Tendrán derecho a gózar de la prima técnica los empleados de los 
Ministerios, Departamentos Administrativos, Superintendencias, Estable-
cimientos Públicos, Empresas Industriales y Comerciales del Estado y 
Unidades Administrativas Especiales, en el orden nacional. También 
tendrán derecho los empleados de las entidades territoriales y de sus entes 
descentralizados. 

ARTICULO 22.  Excepciones a su aplicación 
La prima técnica de que trata el decreto ley 1661 de 

1991 no se aplicará: 
A los empleados públicos del Ministerio de Relaciones Exteriores 

que prestan sus servicios en el exterior. 
Al personal docente de los distintos organismos de la Rama 

Ejecutiva, salvo al de las universidades. 
A los, empleados públióos de las entidades que tienen sistemas 

especiales de remuneración o de reconocimiento de primas, dentro de los 
cuales se recompensen pecuniariamente los estudios, la experiencia y la 
evaluación del desempeño, sea dentro de la determinación de la asigna-
ción básica mensual o dentro de otras primas. 

Al personal de las Fuerzas Militares y a los empleados civiles del 
Ministerio, de Defensa Nacional. 

Al personal de la Policía Nacional y a los empleados civiles al 
servicio de la misma. 

A los beneficiarios de la prima técnica de que tratan los decretos 
leyes 1016 y 1624 de 1991. 

PARA GRAFO. El empleado que a la fecha de expedición del decreto 
ley 1661 de 1991 tuviere asignada prima técnica podrá optar entre 
continuar disfrutándola en las condiciones en que le fue otorgada, o 
solicitar la asignación de la primatécnica a que serefiere dicho decreto ley,  

siempre y cuando el empleo del cual es titular.sea susceptible de asignación 
de prima técnica y el empleado cumpla con los requisitos establecidos en 
este decreto. Una vez asignada, el empleado dejará de percibir láquevenía 
disfrutando. '- 

ARTICULO 39,  CriterIos para su asignación 
La prima técnica podrá otorgarse 'alternativamente 

por. 
Título de estudios de formación avanzada y .,tres (3) años de 

experiencia altamente calificada; o ' 

Terminación de estudios de formación avanzada y seis (6) 'años de 
experiencia altamente calificada; o 

e. Por evaluación del desempeño.  

ARTICULO 42,  De la prima técnica por formación' -. 

avanzada y experiencia 
-- ,'-- 

Por este criterio tendrán derecho a i*ima'técriica los 
empleados que desempeñen, en propiedad, cargós de los nivéles profesional, 
ejecutivo, asesoro directivo, que sean susceptibles de asignáéión-deprima 
técnica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.,del presente4ecreto 
y que acrediten título de estudios de formación'avanzada'y experiencia 
altamente calificada en el ejercicio profesional o en .láinvestigación 
técnica o científica, en áreas relacionadas con la'füncioites propias del 
cargo, durante un término no menor de tres (3) años. 

' 

El titulo de estudios de formación avanzada podrá compedsalse por 
tres (3) años de experiencia en los términos señaladosert el pterior, 
siempre y cuando se acredite la terminación de estudios en la respectiva 
formación. '- 

PARAGRAFO. La experiencia a que se-refiere este artículo será' 
calificada por el jefe del organismo, con base en la documentación que el 
empleado acredite.  

ARTICULO 52,  De la prima técnica por evaivadófl del desempeño 
Por este criterio tetidrán derecho a prinia.técnica los 

empleados que desempeñen, en propiedad, cargos que.sean susceptibles 
de asignación de prima técnica,  de acuerdo con lo establecid6eñel articulo 
79 del presente decreto, de los niveles directivoaseói; Tejecudvo, 
profesional tecmco administrativo y operatívoilo sus eqinvalentes en los 
sistemas especiales y que obtuvieren un porcentaje correspondiente al 
noventa por ciento (90%), corno mínimo, del totáld& puntos de cada una 
de las calificaciones de servicios realizadas, en el- afioiiiñediataxnente 
antenor a la solicitud de otorgamiento - 

PARAGRAFO Para el caso de los empleados que ocupen cargos de 
los niveles directivo asesor y ejecutivo a excepción de quseifes ocupen 
empleos de jefes de sección,o asimilables aestosúltimós,iegún'çoncepto 
del Departaménto Administrativo del Servicio-Civil, eldeséinpeño se 
evaluará según el sistema que adopte cada entidad. ', 

Su cuantía será determinada por el jefé del orgarusmo y en las 
entidades descentralizadas por las Juntas oConsejósDirectivúsoSuperio-
res, según el caso.  

ARTICULO 62. Reqqlsitos -. 

El empleado que solicitelaasignacióndeprimat&riica 
deberá acreditar los requisitos exigidos para el desempeño del cargo. 
Cuando se as igne con base en el criterio de que trata el literal a.-delartfculo 
2'. del decreto ley 1661 de 1991, solamente se tendrán ai cuenta los 
requisitos que excedan los establecidos para el cargo que désempeñe el 
empleado. -. 
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creados por el decreto-ley 1661 de 1991, los empleados o funcionarios 
públicos de carrera o de libre nombramientoy remoción de la Rama Ejecu-
tiva del poder público en el orden nacional, de la Procuraduría General de 
laNación, de la Registraduría Nacional del Estado Civil, de la Contraloría 
General de la República y de la Rama Judicial, que se distingan por el 
destacado desempeño en el ejercicio de sus funciones, en los términos de 
este decreto. 

ARTICULO 2. Requisitos 
Los empleados o funcionarios públicos que aspiren a 

ser seleccionados como los mejores del año deberán tener un tiempo de 
servicios, en la respectiva entidad u organismo, no inferior a un (1) añoy 
estar desempeñando empleos de profesional especializado u otro de nivel 
inferior, o sus equivalentes en los sistemas especiales de clasificación y 
nomenclatura, de acuerdo con concepto técnico del Departamento Admi-
nistrativo del Servicio Civil. 

Los empleados o funcionarios de carrera deberán acreditar, además, 
una calificación de servicios equivalente al noventa por ciento (90%), 
como mínimo, del puntaje total de cada una de las calificaciones realizadas 
en el año inmediatamente anterior al de la postulación. 

El comité de Selección consagrado en el artículo 52  de este decreto, 
determinará el sistema de evaluación de los empleados o funcionarios de 
libre nombramiento y remoción para áspirar a ser seleccionados a gozar de 
los estímulos establecidos por el decreto-ley 1661 de 1991. 

No podrá inscribirse ni ser seleccionado el empleado o funcionario 
público que haya sido sancionado disciplinariamente durante el año inme-
diatamente anterior a la inscripción o selección. 

ARTICULO 39•  Sector Administrativo 
Para los efectos del otorgamiento de los estímulos de 

que trata el decreto ley 1661 de 1991, se entiende por sector administrativo 
cadaministerio o departamento administrativo con sus entidades adscritas 
o vinculadas. 

ARTICULO 49• Selección 
El Comité parala asignación de estímulos seleccionará, 

de acuerdo con el sistema que adopte, diez (10) empleados o funcionarios 
del respectivo sector administrativo u organismo, de los cuales postulará 
los tres mejores para que el Ministro, el Director de Departamento Admi-
nistrativo, el Registrádor Nacional del Estado Civil, el Contralor General 
de la República, el Procuradór General de la Nación y el Director Nacional 
de la Cartera Judicial, designe a los empleados que ocupen el primero, el 
segundoy el tercer lugar en cada sector administrativo y en los organismos 
a que se refiere el artículo 1º de este decreto. 

ARTICULO 52. Comité de Selección 
En cada sector administrativo u organismo habrá un 

Comité, integrado por cinco (5) miembros, encargado del proceso de 
selección para el otorgamiento de los estímulos, el cual será conformado 
por el respectivo Ministro, Director de Departamento Administrativo o 
Jefe del Organismo, según el caso, quien lo presidirá, con empleados del 
nivel directivo de la respectiva entidad o con los Presidentes, Directores, 
Gerentes o Rectores delas entidades descentralizadas adscritas o vinculadas, 
que tengan a su servicio mayor número de empleados o funcionarios. 

Actuará como secretario, el jefe dé personal o quien haga sus veces 
en el respectivo Ministerio, Departamento Administrativo u organismo.  

• De las reuniones del Comité de Selección se levantarán actas firmadas 
por el Presidente y el Secretario. 

ARTICULO 62.  De los criterios y requisitos de evaluación 
Para la evaluación y la selección de los candidatos, se 

tendrá en áuentasu eficiente desempeño laboral, sus condiciones personales 
y su competencia especial. Los criterios para su ponderación serán deter-
minados, mediante resolución, porel Ministro, el Directorde Departamento 
Administrativo o el Jefe del Organismo, respectivo. 

ARTICULO 79• Postulación e inscripción 
La postulación e inscripción podrá efectuarse por 

iniciativa propia del funcionario o empleado o por un número no inferior 
a cinco (5) empleados o funcionarios de la respectiva entidad, por escrito, 
ante el jefe de personal o de la dependencia que haga sus veces, entre el lo. 
y el 30 de octubre de cada año. 

ARTICULO 82.  Forma del acto y recursos 
Los actos administrativos mediante los cuales se con-

cedan los estímulos correspondientes deberán ser motivados y contraellos 
no procederá ningún recurso. 

ARTICULO 92  Pago 
El valor de los estímulos de que trata el artículo 11 del 

decreto ley 1661 de 1991, deberá cancelarse en su totalidad yen efectivo 
a los premiados, a más tardar el 15 de diciembre del respectivo año, y en 
ningún caso constituirá factor salarial. Su pago lo efectuará el Ministerio 
o el Departamento Administrativo del sector al cual estén vinculados los 
premiados o el organismo al cual presten sus servicios, según el caso. 

ARTICULO109. Efectividad de otros estímulos 
Los empleados o funcionarios a quienes se refiere el 

artículo 14 del decreto ley 1661 de 1991, tendrán derecho preferencial, 
durante el año siguiente al de su selección, a la asignación de becas de 
estudios que el ICETEX otorgue en las universidades nacionales o extran-
jeras y a la exoneración del pago de derechos de matrícula y de pensión, 
para sus hijos, en los colegios y universidades oficiales. 

PARAGRAFO 1. La sola certificación, expedidaporel jefedel organis-
mo, endonde conste que el funcionario o empleado figuradentro de la lista 
de los siete seleccionados, será suficiente para el reconocimiento de estos 
estímulos y las autoridades administrativas están en la obligación de 
aceptarla. 

PARAGRAFO 2. Cada entidad u orgañismo, a través de su correspon-
diente oficina de bienestar social, de personal o su equivalente, adelantará 
las gestiones necesarias para el efectivo disfrute de los estímulos a que hace 
referencia el decreto ley 1661 de 1991. 

ARTICULO 112. Disponibilidad presupuestal 
Los Ministerios, los Departamentos Administrativos 

y los organismos a que se refiere este decreto deberán apropiar anualmente, 
dentro de sus respectivos presupuestos, las partidas necesarias para el 
efectivo cumplimiento de lo establecido en materia de estímulos en el 
decreto-ley 1661 de 1991, en lo que se refiere al reconocimiento y pago de 
estímulos a los mejores funcionarios. 

ARTICULO 12. La Dirección General de Presupuesto adoptará las 
medidas necesarias para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en el 
presente decreto. 
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ARTICULO 13. Este decreto rige apartirdelafechade supublicación. 

PUBLIQUESEY CUMPLASE 

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 10 de diciembre de 1991 

CESAR GAVIRIA TRUJILLO 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público 
(Fdo.) RUDOLF HOMMES RODRIGUEZ 

El Director del Departamento Administrativo del Servicio Civil 
(Fdo.) CARLOS HUMBERTO ISAZA RODRIGUEZ 

DECR
-

ETO 
2907 

Diciembre 3 de 1991 
"Por el cual se adiciona el Decreto 33 de 1990 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades que le otorga el numeral 11 
del artículo 189 de la Constitución Política y los artículos 

11 y  82 del Decreto Ley 1042 de 1978. 

DECRETA: 

ARTICULO 1. De los títulos y certificados 
obtenidos en el exterior 
Quienes hayan adelantado estudios de formación 

avanzada o de postgrado en el exterior, al momento de tomar posesión de 
un empleo público que exijapara su desempeño esta modalidad de for-
mación, podrán acreditar el cumplimiento de este requisito con la presen-
tación de los certificados expedidos por la correspondiente institución de 
educación superior. 

Dentro del año siguiente a la fecha de posesión, el empleado deberá 
homologar el título, de acuerdo con las normas vigentes sobre la materia. 

ARTICULO 2. Corresponde al Jefe de personal o a quien haga sus 
veces, en cada organismo, velar por el cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo anterior. 

ARTICULO 32 El presente decreto rige a partir de su publicación. 

PUBLIQUESEY CUMPLASE 

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 30 de diciembre de 1991 

CESAR GAVIRIA TRUJILLO 

El Director del Departamento Administrativo del Servicio Civil 
(Fdo.) CARLOS HUMBERTO ISAZA RODRIGUEZ\ 

Enero - Febrero 1992 
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"Por el cual se dictan normas sobre el régimen laboral de la 
Empresa Puertos de Colombia, en liquidación" 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades extraordinar asque le confiere 
el artículo 37 de la Ley la. de 1991, 

DECRETA: 

TITULOI 
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO l. La Junta Directiva de la Empresa Puertos de Colom-
bia suprimirá los cargos vacantes y los desempeñados por servidores 
públicos de acuerdo con el programa de supresión de empleos que apruebe 
lamisma Junta Directiva, siguiendo las pautas que establezca laComisión 
de Empleo de que trata el artículo 36 de la Ley la. de 1991, dentro del 
proceso de liquidación. 

Al vencimiento del término de la liquidación de la empresa quedarán 
automáticamente suprimidos los cargos todavía existentes en la misma. 

ARTICULO 2. — La supresión de los cargos desempeñados por ser-
vidores públicos implica la terminación de los contratos de trabajo de los 
trabajadores oficiales y de la relación legal y reglamentaria de los em-
pleados públicos. 

La eventual vinculación que se ofrezca abs servidores públicos de la 
Empresa Puertos de Colombia, en liquidación, en otras entidades públicas, 
mixtas o privadas deberá hacerse mediante la suscripción de un nuevo 
contrato de trabajo o un nuevo nombramiento. 

ARTICULO 32• El reconocimiento de la pensión de jubilación, inva-
lidez o vejez establecida en las leyes vigentes y en las normas que se 
expidan en ejercicio de las facultades extraordinarias delaLey la. de 1991, 
a que tenganderecho los servidores públicos, significará la terminación de 
su respectivo contrato de trabajo y vinculación legal y reglamentaria. 

ARTICULO 49• Los cargos que por necesidades del servicio o de la 
liquidación no sean suprimidos, serán provistos por el Uquidador de la 
Empresa con el visto bueno de la Junta Directiva. 

El Liquidador de la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación, 
con autorización de la Junta directiva, podrá ordenar el traslado de 
servidores públicos a otro cargo o sede, en cuyo caso se reconocerán y 
pagarán los gastos que el traslado ocasione al empleado. 

TITULOII 
DE LOS TRABAJADORES OFICIALES 

CAPITULO! 
DE LAS PENSIONES 

ARTICULO 55•  Los trabajadores oficiales que a la fecha de publica- 
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ción del presente decreto o durante el período de liquidación, cumplan una 
edad de cincuenta y cinco (55) años o más, los hombres, y cincuenta (50) 
años o más, las mujeres, y tiempo de servicio igual o superior a veinte (20) 
años en el sector público o privado y no menos de diez (10) años, continuos 
o discontinuos en la empresa, tendrán derecho ala pensión de jubilación. 

Se garantizan los derechos adquiridos ala fecha de publicación de este 
Decreto. 

ARTICULO 62. Los trabajadores oficiales que ala fecha de publica-
ción del presente decreto tuvieren veinte (20) años o más de servicios en 
la Empresa tendrán derecho sin consideración a la edad de la pensión de 
jubilación proporcional correspondiente al tiempo de servicio así. 

Veinte (20) años, sesenta y cuatro por ciento (64%) del salario 
promedio; 

Veintiún (21) años, sesenta y cinco por ciento (65%) del salario 
promedio; 

Veintidós (22) años, sesenta y seis por ciento (66%) del salario 
promedio; 

Veintitrés (23) años, sesenta y siete por ciento (67%) del salario 
promedio; 

Veinticuatro (24) años, sesenta yocho por ciento (68%) del salario 
promedio; y así sucesivamente, sin sobrepasar del setenta y cinco por 
ciento (75%) del salario promedio, el valor de la pensión. 

- 

El trabajador oficial que se pensione acogiéndose a éste régimen 
tendrá derecho a la pensión de jubilación ordinaria del setenta y cinco por 
ciento (75%) del salario promedio causado en el último año de servicio, 
con los reajustes anuales pertinentes, al cumplir cincuenta y cinco (55) 
años de edad los hombres y cincuenta (50) años de edad las mujeres. 

ARTICULO 72,  Las pensiones de jubilación se liquidarán con base en 
el salario promedio causado durante el último año de servicios del trabaja-
dor. Para efectos de su reconocimiento y pago se tendrá en cuenta 
exclusivamente los factores salariales a que se refiere el artículo 45 del 
decreto 1045 de 1978. 

ARTICULO 8. Las pensiones de jubilación, invalidez y vejez serán 
reajustados en las mismas fechas en que se decrete cualquier aumento del 
salario mínimo legal. 

El reajuste de las mismas pensiones se efectuará de confonnidad con 
las normas legales que regulan la materia. 

CAPITULO II 
DE LAS INDEMNIZACIONES 

ARTICULO 92,  Los trabajadores oficiales a quienes en desarrollo de la 
liquidación se les suprima el cargo tendrán derecho a la siguiente indem-
nización: 

AÑOS DE SERVICIO No. DE DIAS DE  
SALARIO PROMEDIO 

Hasta 1 año 63 días 
1 año o más y menos de 2 años 81 días 
2 años o más y menos de 3 años 99 días 
3 años o más y menos dc 4años 117días 
4 años o más y menos de 5 años 141 días 
5 años o más y menos de 6 años 165 días 
6 años o más y menos de 7 años 189días 
7 años o más y merios de 8 años 213días 
8 años o más y menos de 9 años 237 días 
9 años o más y menos de 10 añosi 450 días 

10 años o más y menos de 11 años 495 días 
11 años o más y menos de 12 años 540días 

12 años o más y menos de 13 años 585 días 
13 años o más y menos de 14 años 630 días 
14 años o más y menos de 15 años 675 días 
15 años o más y menos de 16 años 720 días 
16 años o más y menos de 17 años 765 días 
17 años o más y menos de 18 años 810 días - 
18 años o más y menos de 19 años 855 días 
19 años o más y menos de 20 años 900 días 

Las pensiones son incompatibles con las indemnizaciones. Si se paga 
una indemnización y luego se reclama y obtiene una pensión, el monto 
cubierto por indemnización más intereses liquidados a la tasa de interés 
corriente bancario se descontaráperiódicamente de la pensión, en el menor 
número de mesadas legalmente posible. 

PARAGRAFO. Para la liquidación de las indemnizaciones se tendrá 
en cuenta el salario promedio causado, calculado de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 7o del presente decreto. - 

ARTICULO 1O. Las indenuiizaciones de que trata el artículo anterior 
serán reconocidas y pagadas por la Empresa Puertos de Colombia, en 
liquidación, o por el Fondo del Pasivo Social que se cree en virtud de las 
facultades del artículo 37 de la Ley la. de 1991, una vez éste asuma dicha 
obligación. - 

TITULO ifi 
DE LOS EMPLEADOS PUBLICOS 

CAPITULO 1 
DE LAS PENSIONES 

ARTICULO 112.  Los empleados públicos que ala fecha de publicación 
del presente decreto o durante el período de liquidación, tuvieren unaedad 
de cincuenta y cinco (55) años o más, los hombres, y cincuenta (50) años 
o más, las mujeres, y tiempo de servicio igual o superior a veinte (20) años 
en el sector público o privado y no menos de diez años, contínuos o 
discontínuos en la Empresa tendrán derecho a la pensión de jubilación. 

ARTICULO 12. Los empleados públicos que ala fecha de publicación 
del presente decreto tuvieren (20) años o más de servicios a la Empresa 
tendrán derecho sin consideración a la edad, a pensión de jubilación 
proporcional correspondiente al tiempo de servicio así: 

Veinte (20) años, sesenta y cuatro por ciento (64%) del salario 
promedio; 

Veintiún (21) años, sesenta y cinco por ciento (65%) del salario 
promedio; 

Veintidós (22) años, sesenta y seis por ciento (66%) del salario 
promedio; 

Veintitrés (23) años, sesenta y siete por ciento (67%) del salario 
promedio; 

Veinticuatro (24) años, sesenta y ocho por ciento (68%) del salario 
promedio; y así sucesivamente, sin sobrepasar del setenta y cinco -por 
ciento (75%) del salario promedio, el valor de la pensión. 

El empleado público que se pensione acogiéndose a este régimen 
tendrá derecho a la pensión de jubilación ordinaria del setenta y cinco por 
ciento (75%) del salario promedio devengado en el último año de servicio, 
con los reajustes anuales pertinentes, al cumplir cincuenta y cinco (55) 
años de edad los hombres y cincuenta (50) años de edad las mujeres. 

ARTICULO 13. Para la liquidación de las pensiones de los empleados 
públicos se aplicarán los factores salariales establecidos en el artículo 45 
del Decreto 1045 de 1978. 
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ARTICULO 14. Las pensiones de jubilación se liquidarán con base en 
el salario promedio causado durante el último año de servicios del 
empleado. 

Las pensiones de jubilación, invalidez y vejez de los empleados serán 
reajustadas de acuerdo con las disposiciones legales aplicables para el 
efecto. 

CAPITULO II 
DE LAS BONIFICACIONES 

ARTICULO 15. Los empleados a quienes en desarrollo de la liquida-
ción se les suprimiere el cargo, tendránderecho arecibirlas bonificaciones 
establecidas en el decreto 1660 de 1991. 

ARTICULO 162. Las pensiones son incompatibles con las bonifica-
ciones. Si se paga una bonificación y luego se reclama y obtiene una 
pensión, el monto cubierto, pór bonificación más intereses liquidados ala 
tasa de interés corriente bancario, se descontará periódicamente de la 
pensión, en el menor número de mesadas legalmente posible. 

ARTICULO 17. Las bonificaciones especiales de que tratan los artícu-
los anteriores serán reconocidas y pagadas por la Empresa Puertos de 
Colombia, en liquidación o por el Fondo del Pasivo Social que se cree en 
virtud de las facultades del artículo 37 de la Ley la. de 1991, una vez este 
asuma dicha obligación. 

PARAGRAFO. Para la liquidación de las bonificaciones se tendrán 
en cuenta el salario promedio causado, calculado en la forma esta- 

blecida en los artículos 13y 14 del presente decreto. 

TITULOIV 
DE LA COMISION DE PROMOCION DE EMPLEO 

ARTICULO 182.  Con el fm de asegurarlaprotección del empleo de que 
trata el artículo 36 de la Ley la. de 1991, créase una Comisión de Promo-
ción de Empleo, compuesta por las siguientes personas: 

El Ministro de Obras Públicas y Transporte o su delegado, quien 
la precidirá; 

El Ministro de Trabajo y Seguridad social o su delegado; 
c El Director del Departamento Administrativo del Servicio Civil o 

su delegado; 
d. Un representante de las organizaciones sindicales de la Empresa 

Puertos de Colombia en liquidación, designado por el Ministro de Obras 
Públicas y Transporte. 

El Liquidador de la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación 
asistirá con voz pero sin voto. 

Actuará como secretario de la Comisión el funcionario que para el 
efecto designe el Jefe del Departamento Administrativo del Servicio Civil. 

ARTICULO 19. Son funciones delaComisión de Promoción de Empleo 
las siguientes: 

Hacer acuerdos con el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, 
para capacitar a los servidores públicos cesantes en oficios alternativos, 

Hacer acuerdos con la Corporación Financiera Popular para ob-
tener los recursos fmancieros tendientes a la formación de empresas de 
operadores portuarios por parte de los servidores de la Empresa Puertos de 
Colombia. 

Asesorar a los servidores públicos cesantes en la búsqueda de 
empleo y en la formación de las empresas de que trata el literal anterior. 

Señalar al liquidador de la Empresa Puertos de Colombia, en liqui- 

dación y a la Junta Directiva, las pautas para la supresión de cargos y el 
pago de las correspondientes indemnizaciones. 

TITULOV 
DISPOSICIONES VARIAS 

ARTICULO 20. Las pensiones aquesereflereel presente decreto serán 
reconocidas y pagadas por la empresa Puertos de Colombia, en liquida-
ción, o por el Fondo de Pasivo Social que se cree en desarrollo de las 
facultades extraordinarias del artículo 37 de la Ley la. de 1991, los cuales 
tendrán derecho a repetir contra las anteriores entidades empleadoras para 
el cobro de las cuotas partes pensionales que se deriven del reconocimiento 
de las pensiones. 

ARTICULO 212.  Los procesos que instauren quienes al momento de su 
desvinculación de la empresa, ocupen cargos clasificados como de di-
rección o confianza de acuerdo con los estatutos de la misma, serán de 
conocimiento exclusivo de la jurisdicción Contencioso Administrativa. 

ARTICULO 22v. Las sentencias proferidas en contra de la Empresa 
Puertos de Colombia, en liquidación, que dispongan el reintegro del 
demandante quedarán cumplidas medianteelpago de las condenas económi-
cas liquidadas hasta la fecha de ejecutoria de la sentencia, sin que haya 
lugar al reintegro dada la liquidación de la entidad. 

ARTICULO 232.  De las condenas a que hubiere lugar en los procesos 
judiciales, se le sigan o que estén siguiendo contra la Empresa Puertos de 
Colombia, en liquidación, responderá dicha empresa mientras el Fondo 
del Pasivo Social asume la obligación de atenderlos. 

ARTICULO 242,  La liquidación de la Empresa Puertos de Colombia es 
justa causa para dar por terminados los contratos de trabajo, de conformi-
dad con el artículo 5o. literal e de la Ley 50 de 1990. 

ARTICULO 25v. El tiempo de servicio para efectos del reconociniiento 
de las pensiones de jubilación se acreditará de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes. 

ARTICULO 262. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación. 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE 

Dado en Santafé de Bogotá, D.C., a 3 de enero de 1992 

El Ministro de Obras Públicas y Transporte 
(Fdo.) JUAN FELIPE GAVIRIA GUTIERREZ 

El Viceministro de Hacienda y Crédito Público, 
encargado de las funciones del despacho del Ministro de Hacienda y 
Crédito Público 
(Fdo.) HECTOR JOSE CADENA CLAVIJO 

El Ministro de Trabajo y Segundad Social 
(Fdo.) FRANCISCO POSADA DE LA PEÑA\\ 
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HO TEL 

LUB DE EMPLEADOS OFICIALES 

DEPARTAMENTO ADMINISTRAO DEL 
RRpúbIk, d. COIO,nbl. 

Srvkio Civil 

EL CLUB DE EMPLEADOS OFICIALES es un pro-
grama de la "Dirección de Bienestar Social", que 

tiene como objetivo ofrecer a los empleados oficia- 
les y sus familIas lugares adecuados para la re-

creación y el descanso a bajo costo. 

SERVICIOS QUE OFRECE 

Hotel Sala de conferencias 
Restaurante Sala de Seminarios 
Piscina Sala de Exposiciones 
Bar-Discoteca Zonas Deportivas 

INFORMES: CLUB DE EMPLEADOS OFICIALES 
calle 63 No. 47-06 Santafé de Bogotá 

Telé fonos: 2500100-2500488 


